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INTRODUCCION 

El matrimonio os una figura juridica de importantes al-

cances tanto do hecho como de durecho, muy frecuente en nues-

tra sociedad. Por lo que dentro del presente trabajo de 

investigación pretendemos selalar sus principales fue,' les y 

finalidades con el objeto de ayudarnos a comprender la natu-

raleza de algunas de nuestras disposiciones en vigor. 

Asimismo y en virtud de que el régimen patrimonial del 

matrimonio surge como consecuencia legal e integrante de la 

institución del matrimonio tuvimos como propósito realizar un 

análisis doctrinal de su esencia, llevando este trabajo por 

titulo "El régimen patrimonial del matrimonio en el Distrito 

Federal", por ser su codiíicación en la cual se basaron los 

legisladores de las demás entidades federativas asi como por 

ser ésta la localidad en la cual desarrollamos principalmente 

nuestras actividades diarias, siendo el punto central de 

nuestra investigación y para ello tuvimos como objetivo el 

poner de manifiesto la problemática que surge, en virtud de 

no ser acordes nuestra legislación y la realidad social. 

La importancia del tema se da en atención al cada vez 

mayor número de divorcios en los que hemos observado que la 

mujer generalmente queda en un injusto estado de, indefensión 

debido a que independientemente del régimen a que se sujeten 

los cónyuges éstos por regla general colaboran uniendo sus 

esfuerzos para la prosecución de los fines del matrimonio que 

normalmente redundan en intereses económicos en virtud de las 



obligaciones contraidas para la c,atitacción de las cargas 

matrimoniales. os/ como los casos en que consideramos la masa 

social no os distribuida nn forma equitativa en atención a la 

contribución de los cónyuges. 

Para ello, hemos dividido este trabajo en cinco partes. 

La primera, que contiene consideraciones generales, como 

son el concepto de matrimonio, concepto de rég men patrimo-

nial del matrimonio, su naturaleza, antecedentes históricas, 

antecedentes históricos de las sistemas adoptados en Mb:ico, 

clasificación, etc. 

En virtud de la relación clue guardan entre si el matri-

monio y el régimen patrimonial se pretendió definir uh 

concepto de ambos. 

Asimismo, al estudiar la naturaleza del régimen patrimo-

nial, observamos que éste es una consecuencia forzosa y legal 

de la institución del matrimonio. 

En sus antecedentes históricos, encontramos que el anti-

guo derecho mexicano tuvo poca influencia en el México inde-

pendiente mismo en el que tuvo su origen la codificación ci-

vil en la cual se encuentra basada nuestra actual legislación 

as/ como las modalidades que estos sistemas han presentado a 

través de las distintas épocas y civilizaciones v  an las di-

rentes entidades de nuestro pais. Ubicándonos en las circuns-

tancias en las cuales se desarrollaron estos sistemas. 

La segunda parte de la investigación se dividió en un 

estudio sobre los regimenes patrimoniales reglamentados para 
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21 Distrito Federal, dosarrollande un análisis de los mismos 

en cuanto a sus cone2ptos, naturaloa, ruclu sitos, efectos, 

ventajas e inconvenientes. 

En su parte tercera, realizamos un estudio sobre los 

efectos do los contratos celebrados entre los consortes, mar-

cando las diferencias en relación a contratos similares. 

Consecutivamente, en sus partes cuarta y quinta, reali- 

zamos un planteamiento de los problemas surgidos en atención 

a la reglamentación de dichos sistemas, llevando a cabo un 

estudio retrospectivo . a• las legislaciones de 1870 y 1884 asi 

como a la Ley de Relaciones Familiares de . 1917 . indicando la1 

deficiencias de unaS y otras, 'para finalizar sugiriendowna 

solución a la problemática emanada de nuestra actual codifi-• • 

.cación en 'materia civil en virtud dp nuestra realidad •social. 



P I T 	0 I. 

GENERéd..ITADES 



1.1. Nociones Fundamentales. 

El matrimonio es muy frecuente en nuestra sociedad y si" 

embargo esta figura jurídica es desconocida en cuanto a sus 

alcancen ya que 21 común de la gente no sabe a ciencia cierta 

qué es el matrimonio, en qué consiste., cuál es SU esencia y 

cuales san los alcances jurídicos que tiene, consecuentemente 

y un virtud del toma quo nos ocupa, en estu peimer . capítule 

analizaremos el marco teórico dentro del cual surge la figura 

del matrimon o a travtlls de la historia y aunque el aspecto 

medular en meramente el ámbito jurídico sePíalaremos cuáles 

han sida sus principales móviles y finalidades, lo cual nos.  

ayudará a comprender la naturaleza dr  algunas de nuestras 

disposiciones en v gor. 

Asimismo y dado que 	Código Civil ho•aporta una defi- • 

nición de lo que es el matrimonio limitándose. solo •a regular • 

los requisitos para.  contraerle,-  los derechos Vubligacionas 

que nacen Idel mismo • y que no.  en sino hasta su •artleulo 170 

Tac selnala que e/ matrimonio' es un contrato., trataremesAe 

unificarnos en una definición partiendo de la.  base de qne zos 

principales móviles de/ matrimonio 	.trays• ue 1^ hiSoria • 

han-sido ol lucro, la satiSfaccidn de\ insinto'sehcAl 

y •sus finalidades, la generación de la prels,•la mutua asiS-

t'encía en sus más diVerss.  'formas y•contenidos, De .eS.to .-forMa 

y toda vez.11ue un su evolución histOrica.se han'. Se'dalado.M. lo 

los requisitos'para su naCiMiento GOMD (Ana 

no para su conservación y que a la•achano• Idote .0na. 



la aplicable a todos )05 U¿150 	para lograr uniones felices 

quo sean ,^str"monxos dc nlr~oc^u^ espiritual, teniendo como 

consecuencia unionrc desgraciadas, infieles, o quo marcan la 

degradación y el empobrecimiento moral de los cónyuges a tra-

vés de una serie de diferencian y contrastes que desembocan 

en el rompimiento del núcleo familiar, base de nuestra so-

ciedad; los legisladores en las distintas etapas históricas 

han tomado en consideración algunos de estos elementos del 

matrimonio y han dejado de lado otros, y la diferencia entre 

las diversas legislaciones esta precisamente en que se atien-

de á unos y se hacen a un lado a otros de esos elementos. 

Por lo anterior consideramoS que la solución a los pro-

blemas que surgen en razón del matrimonio sólo es posible 

dentro del margen de un derecho positivo ajustado a las cir-

cunstancias del tiempo y lugar en que se vive ya que la so-

ciedad es cambiante en sus necesidades, costumbres, moral, 

ética, etc.. De este moda y en vista do que la probleMatica 

del régimen patrimonial so pone normalmente de manifiesto en 

la práctica cuando no el:iste ya la cordialidad en lá 'vida en 

'común de los cónyuges, centráremos nuestra atención en la 

condición de la separación de los cónyuges. 

1.1.1. Concepto de Matrimonio. 

La gran diversidad ideológica con tendencias ya sea re-

ligiosas, morales o jurldicas que e>:isten sobro el matrimonio 

hacen de su definición una tarea dificil, ya que resulta m- 



posible llegar a un concepto unitario del matrimonio, valido 

paré; i la gran variedad do critl2r•ina doctrinales y legliati-

VOS. 

De tal suerte, que ces conveniente observar que durante 

la presente investigación encontramos que no hay unidad de 

criterio legal ya que no topamos dos autores que coincidan 

con exactitud en su definición por lo que citaremos algunas 

de las definiciones halladas y expondremos al concepto que 

consideramos debe dársele. 

Es menester realizar una breve referencia histórica al 

respecto aunque los historiadores no concuerden entra si pues 

resulta dificil remontarse con veracidad en el panorama his-

tórico, sin datos auténticos susceptibles de comprobación asi 

como por otra parte porque la evolución de las saciedades 

humanas se presentó de diferente manera según los lugares de 

la tierra y las distintas etapas históricas. 

En este orden de' ideas cabe seZalar que en el derecho 

romano, el matrimonio cama tal no existía con una forma de-

terminada, sino que se caracterizaba par la convivencia de un 

hombre con una mujer, animada par 14 "affectio maritalis" 

(voluntad de los cónyuges de estar unidos en matrimonio), 

condición exclusiva respecto de los libres ya que las uniones 

entre esclavos o entre libres y esclavos ora contubernia 

(fuera de la ley), aunque terminaran por aplicarse a esas 

uniones ideas y reglas propias del Matrimonio (1). 

En la época visigótica el matrimonio era un contrato de 
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compraventa, mediante el cual el padre enajenaba el munt 

(autoridad) o potestad al esposo. La edad hábil para contra-

erle era veinte aZos, y en general, era monogámíco, aunque a 

los nobles les era licito tener varias esposas. Fl la muerte 

del padre el hijo mayor heredaba el munt, sobre la madre viu-

da y los hermanos. 

De tal guisa, del derecho romano contenida en el Digesto 

surge la definición de Modestino, según la cual las nupcias 

son la unión del hombre y la mujer en un consorcio de toda la 

vida, comunicación del derecho divino y humano y la de las 

Instituciones de Justiniano, que afirman que las nupcias o 

matrimonio son la unión del hombre y de la mujer que compren-

de el comercio indivisible de la vida (2). 

Portalis lo define como la sociedad del hombre y la mu-

jer que se unen para perpetuar la especie, para ayudarse me-

diante socorros mutuos a soportar el peso de la vida y para 

compartir su común destino" (3). 

En una concepción puramente legalista Baudrit Lacantine-

rie ha dicho que "es el estado de dos personas, de sexo di-

ferente, cuya unión ha sido consagrada por la ley" (4). 

Desde el punto de vista canónico P. Ferreres estima que 

el matrimonio "es un sacramento de la Nueva Ley que confiere 

gracia para santificar la legitima unión entre el varón y la 

mujer, y para engendrar y educar pla y santamente a 

(5). 

En la doctrina nacional Montero Duhalt lo define asir  
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"Matrimonio es la forma legal do constitución de la familia a 

través del vínculo jurídico establecido entre dos personas de 

distinto sexo , que crea entre ellas una comunidad de vida 

total y permanente con derechos y obligaciones recíprocos de-

terminados por• la propia ley" (6). 

Joaquín Escriche, inspirado en las Partidas, define al 

matrimonio como "la sociedad legítima del hambre y la mujer, 

que se unen en vínculo indisoluble para perpetuar su especie, 

ayudarse a llevar el peso de la vida y participar de una mis-

ma suerte". De forma semejante lo definían los códigos para 

el Distrito y Territorios Federales de 1870 y 1884, por su 

marcada influencia española. La Ley sobre Relaciones Familia-

r•es de 1917 en su articulo 13, lo define idénticamente solo 

cambiando la palabra indisoluble, por disoluble: "El matrimo-

nio es un contrato civil entre un solo hombre y una sola mu-

jer, que se unen con vinculo disoluble para perpetuar su es 

pecie y ayudarse a llevar el pesó de la vida" (7). 

En la doctrina argentina encontramos las siguientes de-

finiciones: 

CARLOS JOSE ALVAREZ: "unión legitima e indisoluble del 

hombre y la mujer con el fin de procrear, alimentar y educar 

a sus hijos y aumiliarse los esposos recíprocamente en la 

vida". 

RODOLFO RIVAROLA: "unión del hombre y la mujer en una 

comunidad de vida, destinada a la formacion de la familia, 

precedida de la manifestación del consentimiento, por el acto 
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Jurídico de lo celebración anj:e el 	oficio: del Rogistro Ci-

vil". 

PR(1YONES:"institución soc al, mediante lo cual se esta-

bloco la unión entre dos perso"as de distinto sulto, pora rea-

lizar la propagan on de la especie y los dema fines materia-

les y morales necesarios al desarrollo de la personalidad". 

JUAN CARLOS LOZA:"institución jurídica formal, de orden 

público, fundada sobre el consentimiento mutuo, en que dos 

personas de diferente sexo unen perpetuamente sus destinos 

para los fines de la procreación de lo prole, la educación de 

los hijos, y la asistencia mutua, sometida al estatuto legal 

que regula sus relaciones" UD. 

Unificando criterios nosotros lo definiremos como una 

institución jurídica de orden público basada en el mutuo 

consentimiento tendiente a la generación de la prole y la 

asistencia mutua y cuyos móviles principales sOn el afecto o 

el lucro creándose una comunidad de vida.régulada par el de-.  

recho. 

Es de orden público porque como ya hemos manifestado, el 

matrimonio se crea sobre la base del consentimiento y el amor 

conyugal, pero la ausencia de éste último o la simple volun-

tad do las partes no bastan para que se disuelva el vínculo 

pues de su constitución nacen derechos y obligaciones que no 

pueden desaparecer sin causar graves perjuicios a los cónyu-

ges, a los hijos y a la sociedad ya que como se ha venido se- 

lazando el bienestar, desarrollo y equilibrio de la familia 
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so refloJan en 	última puc 	fami1la cc la c1,21u1a sc 

decir,vial, ess 	es la forma de organizacUan más puquca y co-

mún de la sociedad por tanto para mantonr una sociedad mo-

ralmente sana y estable, el derecho ha rod2ado a este contra-

te de toda la protección y defensas para darle la debida 

consistencia y solidez sin olvidar además que entre las obli-

gaciones que surgen del matrimonio se encuentra la alímenti7 

cia y el Estada tutela los derechos de los menores y de los 

incapaces. 

De este modo y para concluir con el presente concepto es 

precisa recalcar su importancia cama acto jurídica ya que es 

la forma legal de constituir la familia, base de la sociedad. 

1.1.2. Concepto de Régimen Patrimonial del Matrimonio. 

Para la exposición del presente trabajo de investigación 

es primordial hacer una diferenciación entre matrimonia y ré-

gimen patrimonial del matrimonio. Durante el siglo pasado y 

principios del presente se identificaba el régimen patrimo-

nial con contrato matrimonial, denominación utilizada por los 

códigos de 1870 y,1884 y par la Ley de Relaciones FaMiliares 

da 1917 ya que según la doctrina de esta época toda régimen 

patrimonial se constituía por media de un contrato, eupreso 

cuando se integraba par capitulaciones, o tácito cuando al no 

presentarse éstas se tenía por aceptado el sistema propuesta 

en la ley. 

Primeramente cabe hacer mención que aunque a algunos au- 
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tores entre elltn, el Doeter en Derecho Sergio T. Martínez 

órriet les vesulte indebida 1,2, T:2nominauion do `contrato 

matrimonial" para sealar c la institución misma del matrimo-

nie ya que según su criterio cA lo que mjts se puede aludir es 

al concepto de capitulaciones (9), según nuestra ideologla y 

toda V9Z gue los actos jurídicos bilaterales rec ben el nom-

bre de convenios, el matrimonio 25 un convenio porque es un 

acuerdo de voluntades y en este orden de ideas, como a los 

convenios que tienen por objeto producir o transferir obliga- 

ciones y derechos se les denomina contratos, resulta que el 

matrimonio es forzosamente un contrato porque crea derechos y 

obligaciones reciprocan entre los cónyuges y entre éstos y su 

descendencia. 

Y aunque innumerables opiniones le niegan al matrimonio 

su naturaleza jurídica de contrato pues según estas el matri-

monio escapa a la figura contractual ya que los contratos se 

refieren fundamentalmente al aspecto patrimonial de las rela-

ciones jurídicas y el matrimonio cs esencialmente (aunque no 

2n forma exclusiva) productor de relacionas personales de ca-

ract r moral, éste es auténticamente un contrato que reune 

los requisitos de existencia que conforme al artículo 1794 

del Código Civil son el consentimiento y el objeto materia 

del contrato, en lo que respecta al primero de dichos elemen-

tos se encuentra presente toda vez que es un acuerdo de unión 

voluntaria entro los consortes y por cuanto hace al segundo, 

ea decir al objeto, éste puede ser de índole muy diversa ya 



que puede ser lo asistencia mutua, la procreador, el se.tc-• 

nimiento del hogar y de todas Lis necesidades que ourjan en 

razón de la comunidad de vida que establecen o de la familia 

que constituyan; por tanto es un contrato du natura/pita muy 

peculiar que a su vez configura un estado civil de las perso-

nas y esta regido por un conjunto de normas de carácter' impe-

rativo que entrelazadas forman una institución. 

Ahora bien, aún entendiendo "contrato matrimonial" coma 

capitulaciones, no se debe confundir este concepto can el de 

"régimen patrimonial del matrimonio", pues mi bien las capi-

tulaciones son un medio para constituir un tipo de régimen y 

regular su administración, el régimen matrimonial puede emis-

tir sin necesidad de capitulaciones, como es en el caso de 

los regímenes patrimoniales constituidos por una sentencia 

Judicial, por una disposición legal o por convenio. 

Dentro de las diversas definiciones que se dan al régi-

men patrimonlal, se encuentra la del 'citado catedrático que 

lo define como "el mareo jurídico que gobierna las relaciones 

patrimoniales que con motivo del matrimonio nacen respecto de 

los cónyuges entre si, frente a sus hijos y otros terceros" 

(10>. 

Eduardo Zannoni., lo define como "conjunto de relee ones 

jurídicas de orden o de interés patrimonial que el matrimonio 

establece entre los cónyuges, y entre éstos y terceros" '01). 

Por nuestra parte lo definiremos como el margen dentro 

del cual se rigen las relaciones patrimoniales de los cOnyu- 



entre sl, y de lot, cunyuges con rospecto a terceros, sin 

hacer sei.lalación especial en cuanto a los hijos pues se trata 

exclusivamente del rbgimen patrimohial del matrimonio y no 59 

debe confundir con el régimen patrimonial de la familia pues 

en bste se incluyen a otras personas además de la pareja. 

1.2. Naturaleza. 

Desde épocas remotas ya se atendía a las consecuencias 

que la vida en común traía consigo así en el derecho romano 

aunque la mujer estaba bajo la potestad del pater familia 

(jefe de familia que tenía la autoridad), la dote o peculio 

aportado por olla aunque pasaba a sur propiedad del marido o 

del pater, reconocía un destino o afectación que era la aten-

ción de los gastos que demandaba la vida matrimonial y más 

tarde se limitaba la propiedad del marido sobre la date, de-

terminando que continuaba perteneciendo a la esposa, poste-

riormente su prohibiría al marido enajenar los fondos 

cos du la date sin consentimiento de la esposa. Todo lo nte-

rior sirve de base para demostrar que aún en los regímenes 

matrimoniales primitivos el aspecto patrimonial en el matri-

monio es ineludible ya que necesariamente se genera una comu-

nidad de intereses patrimoniales. 

Así pues, la unión en matrimonio de dos personas trae 

aparejadaS consecuencias de hecho y de derecho, produciendo 

un profundo cambio en el orden patrimonial así como problemas 

vinculadas con los bienes y que son sustancialmente la suerte 



quG han de correr loe, bicinGs prosGrif 	y futuros de ins 

cónyuges y lo forma y proporciones en que han de dIstribu reP 

las cargas matrimoniales. 

Pretendiendo dar una solución a esos conflictos se crean 

los preceptos legales relativos al régimen patrimonial del 

matrimonio, así el Código Civil en su articulo 164 deja en 

libertad a los cónyuges para acordar• el destino de sus bienes 

y la forma y proporción especificas que tiendan a garantizar 

la satisfacción de las necesidades de los cónyuges como tales 

y de sus hijos. 

Aún cuando para la presente investigación resulta de 

gran trascendencia la determinación de la forma y proporción 

en que han de distribuirse las cargas matrimoniales consis-

tentes en el pago de los alimentos, habitación y vestido de 

los cónyuges y de su prole, no se establece esta condición en 

la constitución de las capitulaciones, aunque si se requiere 

que los cónyuges deterMinen los bienes propios y en su caso 

los comunes, situación que si bien es una de las finalidades 

del régimen nos resulta de menor interés, aunque puntualiza-

mos, no carece de, importancia. 

La determinación del régimen patrimonial del matrimonia 

acarrea consecuencias no sólo para sus conyuges,•eino también: 

Para sus ascendientes y descendientes que resultan ser las 

principales acreedores alimentistas y en su caso sucesores 

legítimos, así como derivan corno interesados los terceros que 

contraten con alguno de los cónyuges 	ya que como se apuntó 
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con anterioridad, el régimen patrimonial delimita el patrimo-

nio portoneciente a cada consorte. 

Finalmente se debe considerar al régimen patrimonial 

como una consecuencia legal ineludible do la celebración del 

matrimonio ya que la realización de este acto jurídico .junto 

can las obligaciones morales inherentes al mismo, da origen a 

una serie de consecuencias patrimoniales que forman parte 

integrante de la naturaleza institucional del matrimonio, 

mismas que se encuentran reguladas cmclusivamente por normas 

direccionales, que establecen únicamente el marco legal en 

que han de desenvolverse las relacionet patrimoniales de las 

cónyuges. 

1.3. Antecedentes históricos. 

Para mayor entendimiento del tema a estudio es de gran 

relevancia conocer sus orígenes, atendiendo las fuentes his-

tóricas de los regímenes patrimoniales y conociendo las cir-

cunstancias en las cuales tuvieron lugar los antecedentes le-

gislativos correspondientes. 

En el derecho romano el régimen de bienes entre esposos 

dependía de si el matrimonio era cum manu o sine manu (en el 

derecho civil romano la manus era una potestad propia del.  

ciudadano romano, que ejercía el paterfamilias sobre la espo-

sa y sus bienes, cuando ésta ingresaba a la familia así el 

matrimonio podía Ser con potestad o sin ésta), en el primer 

caso se basaba sobre la dote que llevaba la mujer, la cual 
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consistía en la aportación de bienes de la mujer al marido 

para los gastos de la nueva familia y que al marido o sus hz 

redoras se obligaban únicamente a restituir al disolverse el 

matrimonio y en el segundo caso puesto que el marido o en su 

caso el paterfamilias no adquiría sobre la mujer potestad 

alguna, ésta conservaba la propiedad de sus bienes. 

Dentro del derecho germánico más antiguo no se conoce 

con seguridad el regimen de bienes del matrimonio por lo que 

se supone que desde la época franca empezó la evolución de un 

derecho marital a administrar los bienes de la mujer. Así al 

celebrarse el matrimonio el marido alcanza una potestad y de-

recho de administracion sobre los bienes de la mujer junto 

con su patrimonio pero sin adquirir su propiedad, dejando só-

lo a su libre disposición los utensilios caseros y femeninos 

llamados Gerade. Las donaciones que el marido daba a la mujer 

eran la Morgengabe (donación de la mañana), la que se le 

atribuía a la mañana siguiente a la primera noChe nupcial y 

la Wittum o viudedad (pensión de viudez) derivada del antiguo 

precio de la mujer, la cual retenía el marido durante el ma-

trimonio ya fuera en concepto de bienes de la mujer en su po-

testad de administración, o incluto como bienes propios de 

patrimonio, pues no cumplía su promesa sino después de di-

suelto el matrimonio, existiendo hasta entonces sólo una 

deuda. 

Este sistema al que se ha llamado de la comunidad de ad7-

ministración se conservó durante la Edad Media predominante- 
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mente en al derecho sajón oriental. El marido y la mujer no 

tienen bienes divididos, ni bien la propiedad está separada, 

los patrimonios de ambos cónyuges forman durante el matrimo-

nio una masa unitaria administrada por el marido en nombre de 

la comunidad conyugal. Así, el marido tenía libre disposición 

sobre los bienes muebles da la mujer y de los propios pero 

sólo podía disponer de los inmuebles de ésta con su consen-

timiento. Al desintegrarse el matrimonio, los bienes pasaban 

a ser nuevamente de cada cónyuge respectivamente (12), es de-

cir en el derecho germánico el régimen de unidad de bienes se 

dio respectó de los muebles y se combinó con la unión respec-

to de los inmuebles que debían ser restituidos a la mujer en 

especie a la disolución del matrimonio. 

En el antiguo derecho español camunmente llamado derecho 

ibero-celta sólo se sabe que entre los cántabros (antiguo 

pueblo de la península ibérica) eran los hombreS quienes lle-

vaban la dote a sus mujeres, costumbre indigena-de España al 

tiempo de la invasión romana, que representa un vestigio de 

la antigua compra de la mujer. 

En el régimen visigodo continuó esta costumbre pero fue 

variada tanto en lo que se refiere a sus denominaciones como 

a su cuantía y efectos ya que el marido daba a la mujer, en 

calidad de arras, la décima parte de sus bienes, y ademas 

diez mancebos, diez mancebas, y veinte caballos, y de donas 

cuanto quisiere, hasta mil sueldos, .y de bienes podía dispo-

ne' como quisiera cuando no había hijos. Había además, entre 
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las esposos, comunidad de bienes; pera las ganancias no se 

repartían por igual, sino en proporcion de los haberes do ca-

da uno. Sin embarga, según las disposiciones de algunos tue-

ros locales, la comunidad conyugal hacia a los esposos dueños 

de la mitad de lo que hubiese al momento de terminar agul5Ila. 

Este último sistema fue el que se generalizó en lo época 

de la reconquista como más adecuado al sentir del pueblo, 

menos en el reino de León, pues ahi continuó vigente la Les 

Wesigothorum o Visigothorum (Código promulgada tanto para el 

pueblo visigodo como para el gala-romano que combina concep-

ciones de derecho romano vulgar con principios de tradición 

germánica ya matizados por los principios romanos) par lo que 

seguían con bastante fidelidad el modelo legado por el dere-

cho visigodo, y la cesión (que era del tercio de los bienes) 

se hacia con plena facultad de disposición para la adquiren-

te. El Fuero Real, reflejando esas leyes locales reconocía la 

igualdad de los esposos en cuanto a Ias ganancias pera se 

excluía de la comunidad a las adquisiciones a título gratuito 

(herencia o donación) y a los bienes que el rey da al marido 

en particular, o Rue óste adquirió en botín de guerra con el 

rey, si va pagado por óste; pero no si va sin soldada (sueldo 

propio de un soldado) pues entonces el botín también era co-

mún. Las Leyes del Estilo y las del Tora aceptan la división 

por mitad sin restricciones y aclaran las dificultades que 

suscitaba la aplicación simultánea de reglas de inspiración 

germana y romana. Esta comunidad no siempre cmcluía la posi- 
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bilidad de pactas do separación de bienes entre consortes ya 

que por ejemplo, disponía quo serian todos los bienes cuya 

pertenencia privativa de alguno do los cónyuges no pudiera 

probarse, y se facultaba al esposo para enajenar osos bienes 

en caso de extrema necesidad y sin la intención de d4ar a la 

mujer. En Córdoba, seguramente por influencia árabe, lo mujer 

no tiene ninguna participación en los bienes del marido (13). 

Así también en las llamadas arras á fuero de Castilla, 

que son las del Fuero Viejo, la cesión (que era de la mitad 

de los inmuebles) no tenia carácter de trasmisión inmediata 

de propiedad, puesto que los herederos tenían la facultad de 

dar eventualmente a la viuda quinientos sueldos, como cálculo 

de herencia que le hubiese hecho su marido en concepto de 

arras. 

Finalmente el régimen de comunidad dé bienes es el que 

ha tenido predominio en el derecho histórico español y su 

forma más camón y antigua es la comunidad de ganancias regu-

lada ya anteriormente por una ley atribuida a Recesvinto (Rey 

de los visigodos de España cuya gran obra fue la unificación 

del derecho godo y romano>, en la que se establecía que si 

los cónyuges se hubiesen casado por matrimonio solemne, y di-

rante su vida matrimonial hubiesen aumentado sus bieneú cada 

uno tuviera en los aumentos una parte.  proporcional a los bie-7• 

nes que llevó al matrimonio, pero si aparecía que sus bienes 

eran casi de igual valor, no contendieran por peqUeñas dife- 



1 

1.3.1. Antecedentes históricos de las sistemas adoptados en 

México. 

Los antecedentes nacionales que se tienen respecto 	los 

regímenes existentes antes de la conquista no son muy nutri-

dos ni precisos e incluso resultan algunas veces contradicto-

rios sin embargo éste hecho no reviste mayor importancia pues 

tuvo paca influencia en el Mémico independiente ya que a par-

tir de la conquista tuvo mayor importancia el derecho español 

por el cual si se vio influenciado. 

Epoca prehispánica. En la cultura maya el matrimonio era 

monogámico, el novio entregaba a la familia de la novia cier-

tos regalos, por tanto en vez de dote los mayas tenían el 

sistema del "precio de la novia" o el novio trabajaba para el 

futuro suegra, existían intermediarios para concertar los ma-

trimonios y arreglos patrimoniales respectivos. 

En la cultura azteca el matrimonio era poligámico e/ 

divorcio ora posible con intervención de autoridades que au-7 

torizaban la disolución del vínculo, perdiendo el culpable la 

mitad do sus bienes. Predominaba el sistema de separación de 

bienes combinado en ocasiones por la necesidad de pagar un 

preclo por la novia y a veces en cambio recibía dote que la 

esposa traía al nuevo hogar, aunque al respecto enisten opi-

niones contradictorias de los hiStoriadores ya que algunos 

afirman que los bienes de los esposas eran comunes y segútn 

otros había separación y registro de lo que a cada quién per- 
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tonecia. 

Epoca hispánica o de la colonia. Se llevaba a la prácti-

ca el sistema de arras como institución en sentido inverso a 

la dote germana. 

Etapa del México independiente. Al lograr México su 

independencia, surgió la necesidad dc elaborar sus propias 

leyes acordes a su evolución histórica, costumbres y necesi-

dades, sin embargo para una nación joven eso no resulta fácil 

por lo que durante algunos alos, las leyes españolas siguie-

ron rigiendo en la nueva república, interactuando la Iglesia 

y el Estado. 

Finalmente después de una serie de luchas internas en 

nuestra nación, el pata gozó de una relativa tranquilidad que 

le permitió entre otras cosas orientar su actividad legisla-

tiva, de esta forma surgen varios cuerpos de leyes, entre 

ellas el Código Civil del Distrito Federal y Territorio de 

Baja California que es expedido en 1870, basado en el proyec-

to de Código para EspaZa de García Goyena, que a su vez tomó 

como modelo la legislación francesa. Asi en éste que fue el 

primer Código Civil Mexicano con carácter federal se reguló 

como regimenes la sociedad legal, la conyugal y la separación 

de bienes, siendo el p ,imero de carácter supletorio, de mane-

ra que para constituir cualesquiera de los otros regiMenes 

era ináispensable capitular. 
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Resulta important° detacar que dicha sociedad lega], 

tuvo su origen en los prccoptos del Fuero Jugo, del Fuero 

Real, y de la Novísima Recopilación. 

Por su parte el Código Civil de 1884 no realizó cambió 

sustancial alguno guedando prácticamente en los mismos térmi-

nos que el anterior. 

Epoca del México post-revolucionario. La Ley sobre Rela-

ciones Familiares del 12 de abril de 1917 os expedida por Ve-

nustiano Carranza con el propósito de darle igualdad a la mu-

jer respecto a su cónyuge y tratando de instituir bases mas 

justas y racionales, establece como régimen legal taxativo la 

separación de bienes (15). 

1.4. Clasificación de Regímenes Patrimoniales. 

La unificación de criterios para la clasificación de los 

regímenes resulta un proyecto muy pretencioso pues éstos se 

han presentado en la práctica en las más diversas formas, sin 

embargo el fin que persiguen es siempre la satisfacción de 

las necesidades de los cónyuges y del hogar. De tal suerte 

gue han aparecido regímenes con un patrimonio común entre los 

consortes así como en las gue se pacta una total autonomía 

entre las bienes de cada canyuge. Conociéndose estos sistemas 

como régimen de Comunidad y régimen de Separación de Bienes, 

las cuales han presentado un sinfín de modalidades respecto 

al patrimonio comUn o a su administración. 



Por lo que apoyándonos en la Historia y en el Derecho 

Comparado, mostraremos la clasi'ficacion que e nuestro crite-

rio resulte más importante para el objeto de nuestra inves-

tigación. 

De este modo, tenemos que atendiendo e su fuente puede 

ser Legal Taxativo a Legal Forzoso cuando no existe otra al-

ternativa; os Legal y Alternativo cuando la ley obliga a es-

coger entre dos o más tipos de regímenes previamente estable-

cidos sin tener oportunidad de modificar sustancialmente di-

cha estructuración; y es Legal Supletorio cuando a falta de 

pacto expreso de los contrayentes el Estado preveé un régimen 

que lo supla. 

Es Judicial cuando la naturaleza del régimen proviene 

del mandato de un juez, este sistema se da dentro del matri-

monio y generalmente como desenlace de una controversia 

conyugal. 

Es Consensual cuando se origina a través de los pactos 

matrimoniales conocidos como capitulaciones o a través de un 

convenio realizado durante el matrimonio (16). 

La clasificación de dos regímenes en atención a la si-

tuación de los bienes respecto de los consortes es la si-

guiente: Régimen Jurídico de la Absorción, de Unidad de Bie-

nes, de Unión de Bienes, de Comunidad, de Separación y de 

Participación, 

El primero de los señalados y quizá el más antiguo fue 

utilizado en el Derecho Romano en los matrimonios celebrados 



cum mano en el cual como ya se74a1amw.anteriormente tanto la 

mujer como su patrimonio calan bajo la potestad del marido o 

del pater familia, es decir, la personalidad de la mujer jun-

to can su patrimonio eran absorbidos, resultando el marido el 

único propietario y administrador absoluto de los bienes. 

Asi también el Régimen de Absorción fue conocida par el 

antiguo derecho germano y más recientemente practicado en 

Inglaterra, Canadá y la mayorla de los Estados de la Unión 

Americana a excepción de Luisiana, quienes lo dejaron en 

desuso a raiz de un fenómeno social mediante el cual la mujer 

consolida una mejor posición juridica y se establece el régi-

men de separación de bienes. 

El Régimen de Unidad de Bienes tiene su origen en el de-

recho germánico y es muy semejante a l de absorción pues el 

marido adquiere virtualmente la propiedad de los bienes de la 

mujer, formando los patrimonios de ambos cónyuges durante el 

matrimonio una masa unitaria administrada por el marido , Pe 

ro se diferencia del régimen de absorCión en que al disolver-

se el marido o sus herederos deben restituir a la mujer su 

valor, de modo que la mujer pierde el dominio de les bienes 

que aporta al matrimonio y adquiere un derecho de crédito a 

la disolución por su valor, este sistema se conservó durante 

la Edad Media predominantemente en el derecho sajón oriental. 

Por cuanto hace al Régimen de Unión de Bienes también 

llamado Comunidad de Administración, se cree que este también 

tuvo aplicación en el primitivo derecho germano en donde apa- 
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recL la .figura de la Gerade, de la que ya sc trató con ante-

lación y que consiste en los utensilios domésticos que admi-

nistraba la mujer, en él a diferencia del rí5gimen de unidad 

de bienes no se transmite la propiedad al marido, únicamente 

el usufructo y la administración, por lo que al disolverse se 

deberá restituir a la mujer o a sus herederos los bienes 

aportados por olla, sin que a su cargo corran las deudas ma-

trimoniales. Es decir el maride y la Mujer no tienen bienes 

divididos, si bien la propiedad está separada, los patrimo-

nios de ambos forman doranto el matrimonio una masa unitaria 

administrada por el marido pero al disolverse, el marido o 

sus herederos deben restituirlos en especie, de tal modo, que 

en lugar de transformarse la propiedad de la mujer en un de-

recho de crédito como en la unidad de bienes, se mantiene Co-

mo propiedad, pero el usufructo de los bienes se transfiere 

al marido. 

El Régimen de Comunidad de Bienes aparece en la mayoría 

de las legislaciones, agrupando bajo esta denominación una 

gran diversidad de regímenes, los cuales tienen un elemento 

común característico, que es la participación entre les 

consortes o sus herederos de una masa patrimonial común cuya 

función fue la de sostener las cargas matrimoniales. 

Dicho de otra forma, la comunidad se caracteriza per 

conferir a ambos cónyuges expectativas comunes sobre les bie-

nes adquiridos o ganados por cualquiera de ellos, que serán 

repartidos en general, aunque no neceSariamehte, en partes 
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Dos criterios sirvieron de base para determinar las va-

riantes que la comunidad de bienes presenta. 

Considerando la extensión de la masa, se habla de Comu-

nidad Universal, cuando se engloba la totalidad de los bienes 

muebles e inmuebles propiedad de los esposos, adquiridos 

antes y después de celebrado el matrimonio, correlativamente 

también en principio comunidad en las deudas, ésta es 

a nuestro juicio la que más se apega al espiritu del matrimo-

nio sin embargo en la práctica cuando la unión resulta erró-

nea este sistema puede derivar en muchos inconvenientes para 

el cónyuge inocente. 

La Comunidad Reducida se integra Unicamente por determi-

nadas bienes de los consortes, de modo que durante el matri-

monio se establecen tres patrimonios diferentes e indepen-

dientes: los bienes propios del hombre, los pertenecientes a 

la mujer y los comunes (17). 

Dentro de la comunidad reducida son tipicas.  las comuni 

dadas de gananciales y la de gananciales y muebles con toda 

una gama de variantes entre las que se encuentran la dé mue-

bles y la de todos los bienes futuros, 

La Comunidad de Gananciales también denominada de Adclui- 

sicioneS consiste en 	acrecentamiento patrimonial, producto 

del trabajo de los cónyuges y de lbs frutos de sus patrimo-

nios. 

En la Comunidad de Gananciales y Muebles también conoci- 
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da como Comunidad de Bienes y Adquisiciones se incluycn en la 

masa social repartible, los bienes muebles propiedad uc los 

consortes s n consideración a su origen y a las ganancias y 

adquisiciones dm cualquiera de los cónyuges. 

la Comunidad de Muebles ha sido poco practicada, sin cm-

bargo es posible conforme a los fraccionas Il y IV dul arti-

culo 189 del Código Civil, en las cuales se establece que Se 

deben precisar los bienes que hayan de entrar a la sociedad, 

realizando una lista especificada de los bienes muebles que 

cada consorte introduzca a la misma. 

Finalmente la Comunidad de todos los bienes futuros es 

factible conforme al articulo 104 del citado ordenamiento en 

el que se establece que la sociedad conyugal puede comprender 

no sólo los bienes de que sean dueños los esposos al formar-

la, sino también los bienes futuros que éstos adquieran, lo 

cual encuentra su apoyo en el artIculo 189 fracción IV, V y 

VIII del Código Civil vigente en el Distrito Federal, en el 

que se asienta que debe precisarme si son todos los bienes o 

los productos de los consortes los que han de entrar a la so7 

ciedad o sólo parte de ellos determinando claramente la parte 

que corresponda a cada cónyuge así como declarar - si los bie-

nes futuros que adquieran pertenecen u:fclusivamente al adqui-

rente o si deben repartirse y en qué proporción. 

El origen de los regímenes de comunidad no se conoce a 

ciencia cierta, siendo posible su aparición de manera inde-

pendiente y simultánea en diversos paises europeos contempo- 
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raneos. 

Como ya se apuntó con anterioridad, los regímenes de c:o-

munidad también so han clasificado en base al modo do gestión 

de sus bienes, conociéndose básicamente la comunidad de admi-

nistración marital, de administración separada y du admini-

tracion conjunta. 

En el régimen de Administración marital, el mar do es el 

titular de la gestión de los bienes, cs quien administra y 

dispone, este sistema es aplicable a la comunidad de muebles 

y ganancias y a la comunidad universal así como a la restrin-

gida a los gananciales. Empero la gestión marital reconoce 

ciertas limitaciones, p.ej., las normas relativas a la no 

enajenabilidad de la dote de la mujer, o la prohibición de 

disponer a título gratuito o gravar los bienes comunes sin el 

asentimiento de la mujer. 

En la medida en que evolucionó el ambito de la capacidad 

civil do la mujer casada se sustrajeron ciertos bienes cuya 

gestión se confirió con exclusividad a la mujer, denominándo-

los bienes reservados, como los efectos personales y el pro-7 

dueto del trabajo,personal (sueldos, honorarios, jornales) y 

los bienes que la mujer adquiriese mediante el empleo de esos 

fondos o ingresos de administración reservada. 

Tocante al régimen de Administración Separada, ésta no 

altera el régimen de comunidad en sl mismo, es decir en la 

participación de ambos cónyuges en los bienes comunes, sino 

que independientemente de la calíficacten atribuye la -admi- 
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Finalmente en relación a la Administracion conjunta, en 

este régimen los bienes comunes quedan sujetos a la gestión 

conjunta del marido y la mujer, sin que ninguno de ellos pue-

da en principie, administrar o disponer por si solo sin el 

concurso del otro (18). 

De esta forma, los regímenes mayormente practicados a 

nivel internacional son el de comunidad de gananciales y al 

de separación de bienes. 

Respecto a los regímenes de Separación de Bienes, éstos 

se diferencian de los de comunidad en que el matrimonio no 

altera el régimen de propiedad de los bienes, que siguen per-

teneciendo al cónyuge adquirente, cada cual adquiere para si 

y administra y dispone de lo adquirida, respondiendo ..indivi-

dualmente de las deudas contraídas sin afectar los bienes del 

otro. 

Existe Separación Absoluta o Parcial, en cuanto no 

incluya todo el dominio de dos bienes o BU usufruCto. 

Aunque se han criticado estos sistemas por considerarlos 

contrarios al espíritu de comunidad deseable dentro del ma-

trimonio, la separación no obsta a la obligación de ambos 

cónyuges de contribuir a las necesidades del hogar, la asis-

tencia mutua y la de los hijos, así como para responder por 

las deudas contraidas por cualquiera de ellos para atender 

las cargas del matrimonio con sus bienes o ingresos (19). 

El régimen de separación de bienes fue conocido en el 



derecho romano, en los matrimonios sine manu (s n polustad, 

es decir, sin que la mujer ingreara a la familia del marido 

adquiriendo la categoría de hija), permaneciendo lo muJer 

alieni iuris (bajo la potestad del paterfamilia). 

En referencia al régimen de Participación, éste es de 

creación reciente y consiste en la combinación del régimen de 

comunidad con el de separación de bienes, por lo que se suele 

llamar régimen Mixto, porque operando como el régimen de se-

paración durante el matrimonio, acuerda derechos de partici-

pación entre los cónyuges a su disolución, es decir, se 

desempeña como una comunidad al disolverse el matrimonio. 

El mecanismo funciona de la siguiente manera: al ini-

ciarse el matrimonio se inventarian los bienes de cada 

consorte y durante la existencia del mismo cada cónyuge admi-

nistra y dispone libremente de su patrimonio, poro al disol-

verse el vinculo marital se realiza nuevamente un inventario 

sobre el patrimonio de • cada.  consorte, el cuál es comparado 

con el inicial y el aumento habido entre el original y el fi-

nal es distribuido entre los consortes hasta lograr una 

igualdad en sus masas, lo fundamental aqui es que no se 

constituye una masa partible, sino que la participación se 

resuelve en un crédito en favor de uno de los cónyuges contra 

el otro para equiparar las ganancias obtenidas durante el 

matrimonio. A la disolución del régimen no se constituye una 

masa común con los bienes adquiridos o ganados por ambas 

cónyuges, sino que los patrimonios mantienen su independencia 



surgirndo el derecho de obtener, mediante un crédito, una 

participación CO las ganancias del otro, a fin de lograr una 

equiparación si las suyas fueron menores (20). 

El Derecho comparado muestra también instituciones espe-

ciales que cowdsten con las regímenes típicos y que los mo-

difican en parte, entro estas instituciones destacan la dote 

y los bienes reservados. 

La dote en sentido amplio, está integrada por los bienes 

que la mujer, sus parientes o terceros, transfieren al marido 

para solventar las cargas del matrimonio, es la típica dote 

romana. 

En sentido propio, la dote en los regímenes de separa-

ción o en los de comunidad de administración separada, impli-

ca atribuir al marido la administración y aún la propiedad de 

determinados bienes aportados por la mujer que se sustraen a 

su gestión. Con las renta¿ o frutos de esos bienes que admi-

nistra el marido éste debe atender las cargas del hogar. 

De manera más clara, el régimen de separación,' o de co-

munidad de administración separada al que se integra la 

institución dotal, implica conferir al marido la administra-

ción de bienes de la mujer, pero el marido está obligado a lo 

disolución del régimen, a restituir los bienes dotales. A 

esto respecto, debemos distinguir entre bienes dotales y bie-

nes parafernalcs. Estos últimos son los quo la mujer lleva al 

matrimonio y que no tienen carácter dota/ y cuya administra-

ción y goce le corresponden privativamente. 



Para concluir, en los regimene._s de comunidad de adminis-

tración marital puede preverse qua la mujer ceóscrve la gra-. 

tión de ciertos objetos de uso personal, de las ganancias ob-

tenidas con su trabajo, o de una porción de su patrimonio, 

sobre la cual se reservan facultades da administración y goce 

generalmente limitadas, y de disposición también ilimitadas o 

con muy pocas limitaciones, denominados bienes reservados 

(21). 

1.4.1. Regímenes patrimoniales en México. 

En nuestro país debida al origen del Código Civil de 

1870 que, no obstante que fue expedido para el Distrito Fede-

ral y Territorio de Baja California, tuvo gran influencia en 

toda la República. Por ello las demás entidades federativas 

lo adoptaron como modelo para su legislación interna. Sin em-

bargo aunque la pluralidad de los regímenes estatales fluctúa 

entre la comunidad y ia separación de bienes, en alguno% es-

tados existen variantes propias de la localidad. 

De este modo en Baja California Norte, Baja California 

Sur, Campeche, Colima, Coahuila, Chiapas, Distrito Federal, 

Durango, Guerrero, México, Morelos, Nayarit, Nuevo León, 

Querétaro, Sinaloa, Tabasco, Tlaxcala y Zacatecas se estable-

ce el sistema legal alternativo, cuyas opciones son la sóci - 

dad conyugal y la separación de bienes determinando éste úl-

timo como régimen legal con carácter supletorio. 

En Chihuahua y Veracruz se establecen como convenciona- 
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Icys los Inimol; sistermis, poro se propone corno supletoria la 

sociedad conyugal. 

En Aguaccaliontes, Hidalgo, Jalisco, 0a:laca, Puebla, So-

nora y Tamaulipas se asientan como regímenes la sociedad le-

gal, la separación de bienes y la sociedad conyugal seí;alando 

al primero do los moncionados como el régimen legal supleto-

rio. Asimismo cabe sePíalar que Puebla regula la institución 

do la dote como un elemento básico del régimen separatista 

denominado Dotal, que comprende el patrimonio integro de la 

mujer, presente y futuro, bien pro pacto, bien por disposi-

ción supletoria de la ley o por imposición legal, cuando no 

se acepta más que este régimen, es importante no confundir el 

sistema dotal con la dote, ya que ésta es un capital formado 

per un bien o un grUpo. de bienes voluntaria y especialmente 

afectados (22). 

Michoacán y San luis Potosi ordenan como régimen legal 

taxativo •a la separación de bienes sin embargo loscónyugea 

pueden pactar respecto a sus bienes o productos antes o 

despUés de celebrar el matrimonio. 

Guanajuato por su parte regula la sociedad voluntaria, 

la sociedad legal y la separación • de tionüs,•ordenando como 

• supletorio a. falta de capitulaciones a éste ultimo Y para...el. 

• caso . do hatioráo constituido • lá sociedad conyugal arrastrando 

deficiencias, indica se ap4que las dispósiciones•relatiyas• a 

a sociedad legal 

Por 	parte Yücatán• .cuenta.como altOrnativas la socio- 
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dad legal voluntaria, la sociedad lcsal y la wparacion de--

bienes, éstes dos últimos regímenes 5L-  constituyen sin nece-

sidad de capitulaciones pormenorizadas (23). 

Finalmente Quintana Roo fija como canvencionales el ré-

gimen de separación de bienes y el de comunidad en la inteli-

suncia de que si las contrayentes no optan por ninguno se 

presumirán casados bajo éste último régimen (21). 

1.4.2. Regímenes patrimoniales en el Derecho Comparado. 

Alemania. El Código Civil alemán de 1900 estableció como 

régimen legal la unión de bienes denominándolo de administra-

ción y disfrute del marido, sin embargo admitió la existencia 

de bienes reservados a la mujer. Recordemos que en este sis-

tema no se transmite la propiedad al marido, sólo el usufruc-

to y la administración, por tanto existe una separación en 

cuanto a la propiedad y unidad, en cuanto a la administración 

y goce ya que estas facultades corresponden al marido quién 

además se apropia también de todos los frutos y soporta las 

deudas y pérdidas. 

Se cree que este régimen ya había sido practicado en el 

más antiguo derecho germánico pues al parecer sólo se dejaron 

a la libre disposición de la mujer los utensilios caseros 

femeninas, llamados Gerade, 

Cómo regímenes convencionales dicho ordenamiento prevela 

la separación de bienes, la comUnidad unlversal de bienes, la 

comunidad do gananciales y la comunidad de los muebles y ck? 



los gananciales, concediendo a los cányugvs la facultad de 

escoger entra aquellos sistemas, modificando a su gusto las 

disposiciones legales. 

Este régimen perdió aplicabilidad en la República Fede-

ral Alemana en 1953 y en Alemania Democrática en 1949. 

La Ley sobre la igualdad de derechos del hombre y de le 

mujer, sancionada en 1.957 modificó sustancialmente el Derecho 

de Familia, estableciendo como régimen legal el de partici-

pación, llamado de "compensación o comunidad de ganancias", 

por el cual durante el matrimonio cada cónyuge administra y 

dispone de sus bienes libremente y cuando se disuelve se 

compensan las ganancias o beneficios obtenidos por el patri-

monio de cada esposo. 

Asimismo, esta ley limitó los regímenes contractuales al 

de separación de bienes y el de comunidad. 

Por último en Alemania del Este, el Código de Familia de 

1965 establece la comunidad de gananciales de gestión Conjun-

ta con atenuaciones al principio de división igualitaria del 

haber ccumln (25). 

Esparta. La Nueva y la Novisima Recopilación (Novena edi-

ción publicada en 1775 y suplemento de ésta editado en 18015 

respectivamente del Compendio oficial de todas las leyes de 

Esparta, basado en un modelo más antiguo), conservaron sin al-

teración el, régimen patrimonial del matrimonio de las ante 

rieres leyes., de 1 
	

cuales; ya se ha hecho referencia. 
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Hasta que en 1009 	1 códjqo 	 sistemati76 

ese conjunto de normas, disponiendo que el régimen de bienes 

será el que los cónyuges estipularan en capitulaciones matri-

moniales sin más limitaciones que las selaladas en dicha 

cuerpo de leyes, a falta de capitulaciones o cuando éstas 

fueran ineficaces, el rés men será el da sociedad de ganan-

ciales'. En defecto de pacto un capitulaciones, lo gustión y 

disposiciones de los gananciales corresponde conjuntamente a 

los cónyuges pero si uno de ellos se hallare impedido para 

prestarlo o so negare injustificadamente, podrá suplirlo el 

Juez. También se organizan las regímenes de participación y 

de separación de bienes. Los.  cónyuges podrán estipular, modi-

ficar o sustituir el régimen económico del matrimonio o cua-

lesquiera otras disposiciones en razón del mismo mediante ca-

pitulaciones matrimoniales, que habrán de constar en escritu-

ra pública y podrán otorgarse antes a después de celebrado el 

matrimonio (26). 

Francia. A través de la historia Francia fue ocupada en 

sus diferentes regiones entre otros por los pueblos romanos y 

germánicos, así en el antiguo derecho francés los regímenes 

matrimoniales fueron la comunidad de bienes, en razón de la 

incidencia del derecho germánico y el dotal, por la influen-

cia del derecho romano. 

Durante las siglos XVI al XVIII el régimen de comunidad 

fup practicado en sus diversas variantes, osl en los regiones 



flamunca _c=_ practicó a comunidad uf iver ,al y en el resto se 

adoptó en su mayor parte el de ganancial 

El código civil de 18011, sustentó como régimen legal el 

de comunidad de gananciales y muebles, reconociendo el der•e•-

cho de los cónyuges de modificarlo o derogarlo mediante esti-

pulación especial, consecuentemente ce organizaron astros re-

gimenes matrimoniales, que fueron el de comunidad reducida a 

gananciales, comunidad universal, régimen sin comunidad, se-

paración de bienes y el dotal. 

Las reformas de 1965 al código francés permiten a los 

esposos modificar el régimen legal de comunidad mediante la 

adición, entre otras de la cláusula de mano común, que esta-

blece que los esposos pueden convenir la administración 

conjunta de la comunidad. Adoptada esta cláusula convencional 

cada uno de los esposos mantiene la gestión de sus bienes 

propios, mientras que la de los comunes queda sujeta a la ac-

tuación conjunta de ambos. 

Italia. En el antiguo derecho romano encontramos el ma-

trimonio "cum manu" en el cual le mujer ingresaba a la fami-

lia del marido y todos sus bienes eran absorbidos por éute. 

Con al tiempo dicho matrimonio fue sustituido por el "sine 

manu" por el cual la mujer no sólo no ingresaba a la familia 

del marido sino que continuaba sometida a la potestad paterna 

y conservaba su patrimonio sin que el marido tuviera derecho 

alguno sobre él. 
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Para quo la mujer contribuyera a los gastos:, drl hogar sr 

estableció lo obligación por par¿e del podre o dc alguno pa-

rientes de la mujer e inclusivo do olla mismo, de donar al 

marido un conjunto de bienes destinado a solventar las nece-

sidades de la familia lo que dio origen al sistema doto'. En 

un principio la dote fue propiedad del maride pero se previó 

que en caso de disolución del matrimonio ésta fuera devuelta 

y en su caso se pactara la restitución de los bienes, lo que 

pasó después al código civil. 

El código civil. de 1065 establecía como régimen legal la 

separación de bienes y les otorgaba una gestión separada. • 

El código civil de 1942 reglamentó los regímenes de pa- 

trimonio familiar, el de comunidad y 	dotal.•En defecto de 

convención al respecto estableció como 'régimen legal el.  fíe 

separación de bienes. En la práctica pste•régimen era.•acompa-

;nado de una convención expreso .o • tácita, ppr•la que lo admi-

nistración y el goce de los bienes de 'la esposa correspondia 

al 	marido. Se 'difundió también en la practica :el régimen do-. 

tal. • 

En 1975, la ley 151 de reforma al Derecho de Familia 

italiano, sustituyó la separación de bienes como régimen le-

gal por otro denominado comunión de bienes y admite que se 

convenga la separación de bienes pero no lo constitución de 

la dote. Se prohibe a los esposos remitirse total o parci¿)1-

mente a leyes a las que no estén sometidos, o a los usos. Se 

imponen limites a la modificación convencional de la comuni- 



dad como la prohibición de derogar las normas sobre adminis-

tración de los bienes comunes y sobre igualdad de las cuotas. 

No está legislado en italia el régimen de comunidad pro-

rrogada que se conoce en otros derechos como unión de bienes 

(27). 

Unión Soviética. El código civil ruso de 1919 establecía 

como régimen legal el de separación de bienes pero para no 

dejar• a la mujer en situación de desventaja, permitía la 

adopción de un régimen de comunidad y dado que éste último 

estaba adentrado en las costumbres, la jurisprudencia recono-

cía la existencia de tal convención. 

El Código de las leyes sobre el matrimonio, la familia, 

el divorcio y la tutela de la República Socialista Soviética 

de Rusia de 1926, estableció la comunidad de gananciales aun-

que muy poco reglamentado. Se distinguía el patrimonio indi-

vidual de cada cónyuge y el común adquirido durante el ma-

trimonia. 

La administración de los bienes comunes requería el 

acuerdo de ambos, es decir, era conjunta. 

Respecto de la partición de los bienes comunes o ganan-

ciales, éstos se dividían en la proporción fijada por el 

tribunal, sin que la ley en sí dispusiera la par•tic.ión por 

mitades ni proporcional a las respectivos aPortes pues el 

Tribunal Supremo do Rusia estableció en un fallo dr 1927, que 

el tribunal debía decidir previo examen dr la situación do la 
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familia, y si uno de los cónyuges, en lug¿kr de ,leiccent lns 

bienes del hogar, los habla dilapJdado en perjuicio del otro, 

debla disminuir la parte del culpable sobre los bienes comu-

nes en tanto que si ambos hablan cumplido normalmente SUS de-

beres hacia la familia no debían acordarse ventajas en fun-

ción de los aportes realizados. 

Este sistema es conservado en los "Fundamentos de la le-

gislación de la U.R.S.S. y de las Repúblicas federadas sobre 

el matrimonio y la familia", adoptados el 27 do junio de 1968 

par el Soviet Supremo de la Unión (28). 

El Código del Matrimonio y la Familia de 1970, que sus-

tituyó al de 1926, conservó el régimen de comunidad de ganan-

ciales de gestión conjunta, disponiendo que los cónyuges tu-

viesen iguales derechos sobre los bienes comunes aún en el 

caso de que uno de ellos se dedique enclusivamente a las la-

bores hogareñas, o por otras razones válidas no hubiere per-

cibido remuneración personal. 

Sin embargo en ocasión de la partición el tribunal puede 

apartarse del principio de la igualdad de las partes, en ra-

zón de los intereses de los hijos menores o de uno de los 

cónyuges partiendo de la hipótesis de que el otra se haya ne-

gado a desempeñar un trabajo socialmente útil o haya dilapi-

dado los bienes comunes en perjuicio de la familia.  

Son bienes de propiedad personal de los cónyuges los 

bienes adquiridos antes del matrimonio o durante éste por do-

nación o herencia. Cada uno de los cónyuges respondo par sus 
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deudas roo los bienes per„,onales y =u parte en los comunes. 

E;copcionalmente, para indumniilar el perjuicio causado por la 

comisión de un delito de uno de los cónyuges, cabe ejecutar 

el conjunto de los bienes comunes si éstos fueron adquiridos 

con fondos de origen delictuoso (29). 

Polonia. El régimen de comunidad de gestión separada es-

tablecido en 1946 fue sustituido por el Código de la Familia 

de 1950 que adopta el de comunidad de gestión conjunta, 

confiriendo a ambos cónyuges el mismo poder de administración 

ordinaria sobre los bienes comunes pero exigiendo la contar-, 

midad de ambos para los actos que excediesen de ella. 

El Código de Familia y la Tutela vigente desde 1965, lo 

legisla con mayar precisión y técnica jurídica, sin embargo, 

no lo establece como régimen legal único ya que mediante 

convención celebrada antes o después del matrimonio, los 

cónyuges pueden ampliar o restringir el alcance de la masa 

común e incluso excluirla, adoptando el régimen de separación 

de bienes. En este último caso, cada uno conserva el derecho 

de administrar y disponer de su patrimonio. 

La comunidad cesa por convención entre los cónyuges, por 

decisión judicial a petición de uno de ellos fundada en causa 

grave, y por la interdicción de uno de los consortes. El pa 

trimonio común se divide por partes iguales, pero por razones 

graves se puede pedir la fijación de partes proporcionales a 

la contribución en la constitución del patrimonio, tomando en 



consideración también el trabaja rcali-zado en cl hogar (1-50). 

Checoslovaquia. El régimen de comunidad de gestión 

conjunta fue adoptado por el Código de Familia en vigor desde 

1950. En 1964 la legislación sobre el régimen matrimonial pa-

só al Código Civil sin sufrir modificaciones de importancia. 

Los aspectos pecuniarios do las relaciones conyugales tales 

como la obligación de contribuir a las cargas del matrimonio 

y el deber alimentario continuaron regidos por el Código de 

Familia. 

El régimen adoptado es imperativo, de modo que los espo-

so no pueden convencionalmente extender ni restringir el al-

cance de la masa común. 

La comunidad cesa por disolución del matrimonio, por 

sentencia judicial a petición de uno de los esposos fundada 

en razones graves, por sentencia penal que disponga la 

confiscación de los bienes de un cónyuge y por haberse orde-

nado judicialmente la liquidación de los bienes de uno de los 

esposos en razón de su insolvenCia. La liquidación y la par-

tición son decididos judicialmente a falta de acuerdo entre 

los esposos ,o sus derechahabientes (31). 

Yugoslavia. El régimen patrimonial está reglamentado por 

la Ley fundamental sobre el matrimonio de 1946, que fija un 

régimen legal de comunidad pero permite a los cónyuges conve7 

ni' respecto de los bienes que la ley considera propios. Los 



cónyuges pueden administra' y disponer libremente de sus bie-

nes propios pero la adm nistración y disposición de los comu-

nes corresponde a ambos cónyuges de común acuerdo. 

La comunidad se disuelve con el matrimonio o anticipada-

mente a petición de un acreedor o de uno o ambos cónyuges. A 

falta de acuerdo, el patrimonio común se divide conforme al 

valor do los aportes de cada uno debiendo computarse no sólo 

las ganancias sino también la ayuda prestada por un cónyuge 

al otro, que puede traducirse en dinero, en la gestión de 

asuntos del hogar, en los cuidados apartados al mantenimiento 

del patrimonio común, y en todo otro esfuerzo hecho cn vista 

de administrar, mantener o aumentar ese patrimonio (32). 

Hungría. Antes de l953 regia en Hungría un régimen de 

comunidad de gestión separada pero el Código de Familia en 

vigor a partir de ese ello, adopta la comunidad de gestión 

conjunta. 

En la gestión patrimonial de los bienes individuales 

existe total independencia entre los esposos poro para la ad-

ministración y disposición de los bienes pertenecientes a la 

masa camón se requiere el consentimiento de ambos cónyuges. 

La comunidad se disuelve con el matrimonio, por separa-

ción de hecho o por petición de alguno de los cónyuges. El 

Código no lo dice expresamente pero del conjunto de sus dis-

posiciones se desprende que la división debe hacerse por mi-

tades (33). 
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Bolivia. El Código de Familia vigente desde 197•• consa-

gra como régimen legal lo comunidad de gananciales de gostion 

conjunta, régimen único que no puede renunciarse ni modifi-

corso por convención. 

Cada cónyuge tiene libro administración y disposición de 

sus bienes pero no puede disponer de ellos entre vivos a ti-

tulo gratuito, salvo casos de anticipo do herencia, ni renun-

ciar herencias o legados, sin el asentimiento del otro. Los 

bienes comunes son administrados por ambos consortes. 

La comunidad se disuelve por muerte de uno de los espo-

sos, anulación del matrimonio, divorcio, separación de las 

esposos y separación judicial de bienes, en casos expresasen-

te previstos. 

La partición de los bienes comunes es por partes iguales 

(34). 

Cuba. El Código de Familia de 1975, establece el régimen 

legal único de comunidad de bienes. 

Los actos de administración ordinaria de las bienes co-

munes puedan realizarse indistintamente par cualquiera de los 

esposos perp para actos que excedan de ésta se requiere el 

previo consentimiento de ambos. 

La comunidad concluyó por la disolución o la anulación 

del matrimonio, en el segundo supuesto el que hubiere dado 

causa a ella por mala fe pierde su parte en las bienes comu-

nes. En principia la división se hace por mitades, Pero el 



tribunal puede disponer que determinados bienes doffiést ces se 

adjudiquen en propiedad preferentemente al cónyuge a cuya 

guarda y cuidado queden los menores y on caso do que 	cedie- 

ren de su parte, se le otorgará el uno y disfute de ose 

wIceso, sin perjuicio de que el otro cónyuge conserve su de-

recho de propiedad sobre la oNpresada partición (35). 

Brasil. En el derecho brasileso se encuentra regulado el 

régimen legal de comunidad universal poro los cónyuges pueden 

convenir en adoptar la comunidad parcial conocida en otros 

derechos como reducida, separación de bienes y el dotal. 

En la comunidad universal ingresan casi la totalidad de 

los bienes de los esposos ya que se excluyen entre otros los 

bienes gravados de fideicomiso y al derecho del heredero fi-

deicomisario antes de realizada la condición suspensiva. 

La administración corresponde al marido aunque se 

contemplan casos en que la esposa administra la totalidad o 

parte de la comunidad universal. (36).. 

Colombia. Hasta antes de 1932 el código civil colombiano 

establecía que a falta de pacto escrito se entenderla 

contraida la sociedad conyugal por el solo hecho del matri-

monio. En la reforma de la ley de 1932, se adopta como régi-

men legal durante el matrimonia la separación de bienes, y de 

comunidad en cuanto a las gananciales una vez disuelto, ;o sea 

el régimen de participación o de comunidad diferida (37). 
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CAPITULO I I. 

REGIMENES PATRIMONIALES REGLAMENTADOS EN EL DISTRITO FEDERAL. 
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2.1. Naturaleza jurídica. 

La comunidad de vida del hombre y la mujer derivada del 

matrimonio trae aparejadas consecuuncias morales, jurídicas y 

económicas como los deberes conyugales y los derechos y obli-

gaciones patrimoniales que se generan y que son esenciales 

para la realización de los fines del matrimonio, lo que se 

traduce en problemas al momento de decidir el destino de las 

bienes de los cónyuges y la manera en que contribuirán a sol-

ventar las cargas matrimoniales. 

para resolver lo anterior, el legislador ideó un sistema 

elemental para el cumplimiento de esas responsabilidades 

plasmándolo en el artículo 164 del Código Civil vigente para 

el Distrito Federal, el cual es convenido por los cónyuges 

conforme a sus intereses, es decir, par medio del régimen pa-

trimonial deciden el destino de sus bienes y su administra-

ción así como la forma y/o proporción en que contribuyan a 

satisfacer las neceSidades matrimoniales (1). 

Y aún cuando la determinación del régimen patrimonial 

del matrimonio es una manifestación de la voluntad de los 

cónyuges resulta trascendental para los ascendientes y 

descendientes por ser éstos los más importantes acreedores 

alimentistas así como sucesores legítimos de los consortes. 

También resulta de interés para los terceros que contratan 

con éstos últimos pues el régimen patrimonial define el p 

trimonio propio de rada uno. 

Definir la naturaleza jurídica de los regímenes patrimo- 
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niales reglamentados para el Dis_tr•itr_r Federal, resulta pol-

mico y un tanto fatuo pues como hemc3 visto en el capitulo 

anterior el origen de los sistemas ellistentes no es preciso 

además de que su naturaleza varia según se trate del rogimen 

de separación de bienes o el de sociedad conyugal y depen-

diendo del tipo de sociedad concertada, y si además a esto 

agregamos que los diversos autores no coinciden al respecto 

pues en este sentido el maestro Rafael Rojina Villegas (2) 

afirma que la sociedad conyugal consiste en una sociedad ci-

vil con personalidad jurídica distinta de las personalidades 

de cada uno de los consortes y con un patrimonio propio, asi-

mismo Julien Bonecasse (3) manifiesta que es una sociedad ci-

vil con una personalidad atenuada; por su parte, el maestro 

Sánchez Modal (4) sostiene que es una sociedad oculta sin 

personalidad jurídica que funciona en forma análoga a una 

asociacion en participación. De igual forma una de las teorí-

as más tradicionales es la que considera a la sociedad como 

una copropiedad, en este sentido Laurent (5), la hizo suya en 

su obra "Príncipes de Droit Civil" en la que manifiesta que 

no existe en realidad una masa común, sino más bien porciones 

indivisas de determinados bienes propiedad de los cónyuges, 

por. lo que cada cónyuge posee de manera alícuota, por mitades 

el derecho de uso, disfrute y aprovechamiento; asimismo exis-

te jurisprudencia contradictoria en relación a esta teoría, 

en las que abreviando por una parte ce manifiesta que la so-

ciedad legal que terminó por la disolución del matrimonio o 



ifitAcrtu dei G,srezo, es un3 t:upropici,dad, ron 	a lo dispues- 

to por gl articulo 91-3 del Código Civil del Distrito Federal 

<que al ';.2-fecto establece que hoy copropiedad cuando una cosa 

o un derecho pertenecen pro-indiviso a varias personas (6) 

y por tanto resultan copropietarios la sucesión y el cányugo 

sobreviviente y por otra so sustent¿I que lo sociedad conyugal 

no está regulada por las disposiciones empresas que norman lo 

copropiedad pues por una parte es una comunidad de bienes sui 

generis por otra, al faltar las capitulaciones la ley remite 

eupresamente a las disposiciones relativas al contrato de 

sociedad. 

Sin embargo en nuestra opinión, la cual compartimos con 

el maestro Manuel Matees Alarcón (7), y basándonos en la si-

militud existente entre la sociedad conyugal (cuando no emis-

ten capitulaciones) y la comunidad de gananciales, encontra-. 

mos que su naturaleza jurídica coincide en el sentido do que 

en ambas se establecen tres patrimonios autónomos, constitui-

do uno, por los bienes propios de la mujer, otro por los bie-

nes pertenecientes al hombre y el tercero, por los bienes 

comunes, de los que son titulares indistintamente ambos 

cónyuges y que está destinado a satisfacer las necesidades 

matrimoniales y alimentistas, sin que ninguno de los cónyuges 

tenga derecho a utilidad alguna durante la vigencia del ré-

gimen. 

E!s decir, so caracteriza porque los cónyuges aportan sun 

recursos o sus esfuerzos paro 	la realización de los fines 



propios d21 matrimonio 	(ayuda (fedi a. pLócreación 

y desarrollo personal de ambos cónyuges, etc.), lea con'i tu-

ción de una copropiedad denominado por algunos estudiosos co-

mo especial, la existencia da una masa de bienós comunes que 

se encuentra destinado a un +in especial que consiste en el 

cumplimiento de los cargas matrimoniales y que la distribu-

ción de los gananciales se llevará a cabo únicamente a la di-

solución del régimen. 

Por cuanto hace a la separación de bienes no obstante, 

que algunos autores afirman que va en contra del espíritu del 

Matrimonio en sí y que otros, afirmen que más que un régimen 

es la ausencia do él (S), a nuestro criterio éste al igual 

que cualesquiera otro régimen patrimonial es el resultado de 

la manifestación de la voluntad de los cónyuges sin que por 

ello se eluda a la obligación de contribuir a la satisfacción 

de las cargas matrimoniales, sólo que en este sistema a dife•-

rancia de la sociedad conyugal, en la que las cónyuges res-

ponden por las deudas contraídas para la satisfacción de las 

necesidades del hogar y las alimdntistas, con el patrimonio 

común; los cónyuges responden con sus bienes en lo particular 

o sus ingresos y redundando en ello, en la práctica es muy 

común que los cónyuges sin importar el régimen de que se tra-

te aporten la mayor parte de 'sus ingresos para sufragar los 

gastos del hogar, sin detenerse a calcular si están contribu-

yendo más o menos que su pareja. 



2.2. Capitulaciones. 

La ley mexicana determina que por lo que se refiere a 

sus bienes, los esposos deben celebrar un acuerdo pactando el 

régimen de sociedad conyugal o el de separación de bienes. 

El Código Civil para el Distrito Federe' Vigente, esta- 

blece en su articula 179, que "Las capitulaciones matrimonia-

los son los pactos que los esposos celebran para constituir 

la saciedad conyugal o la separación de bienes y reglamentar 

la administración de éstos en uno y otro casa" (9). 

Dicho de otra forma, las capitulaciones son el convenio 

que llevan a cabo los pretendientes, si es antes de la cele-

bración del matrimonio, o las cónyuges, si os durante la vi-

gencia de éste, que tiene por objeto determinar el tipo de 

régimen patrimonial y la forma en que se administrará. 

Los diferentes doctrinarios califican las capitulaciones 

como contrate accesorio del matrimonia, otros como centrato 

matrimonial, sin embargo, desde nuestro punto de vista y para 

evit,er abundar demasiado en los argumentos por éstoe esgrimi-

dos, diremos.  que no se les puede considerar ein excepción, al-

guna como contrato accesorio en virtud' de que conforme al ar-

tículo 1793 del ordenamiento antes citado, las convenios que 

producen o transfieren las obligaciones y  derechos reciben el 

nombro de contratos (10), y en eI caso del régimen de separa-

ción de bienes pactado antes de la celebración del matrimonio 

o pactado durante la vigencia de éste con la intención de 

sustituie la sociedad conyugal, no cumplirla con la f nalidad. • 



del contrato y so tratarla únicament2 dr un convenio, LLAdli 

que en el primer caso no se croa o transmite derecho u ohl-

gación alguna y en el segundo sólo se modifican. 

En tales condiciones lo más prudente os aceptar la defi-

nición del legislador un la inteligencia de que efectivamente 

son pactos mediante los cuales se puedo integrar una figura 

contractual, para el caso de la sociedad conyugal a bien un 

convenio en el caso de la separación de bienes. Si bien es 

cierto, se los puede considerar accesorios al matrimonio en 

cuanto se cumpla con la condición de la celebración de las 

nupcias, empero, no se pueden considerar nulas las capitula-

ciones al resultar nulo el matrimonio pues acorde a loe artí-

culos 255 y 256 del ordenamiento en cita, el matrimonio 

cantraido de buena fe por ambos o por uno sólo de las cónyw-

ges produce todos sus efectos civiles en favar de ambos o de 

uno sólo de los cónyuges respectivamente y de los hijos pero 

si ha habido mala fe por parte de ambas cónyuges el matrimo-

nio produce efectos civiles solamente respecto de los hijos. 

Asimismo y continuando este orden de ideas, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha sustentado guci "SOCIEDAD 

CONYUGAL, SU EXISTENCIA NO ESTA CONDICIONADA ALA CELEBRACION 

DE LAS CAPITULACIONES MATRIMONIALES. Para que exista la so-

ciedad conyugal no es necesario que se hayan celebrado capi-

tulaciones matrimoniales, sino basta con la empresión de que 

el matrimonio se contrajo bajo el régimen de sociedad conyu-

gal. La falta de capitulaciones matrimoniales no puedo ser 
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motivo para que se deje de cumplir la voluntad de tac; partes, 

ni para quo se considere quo ul matrimonio deba regirse por 

los disposiciones relativas a la separación de bienes, lo que 

sería contrario al consentimiento expresado por las partes, 

quienes quedan obligadas, no sólo al cumplimiento de lo 

emuresamente pactado, sirio también a las consecuencias que 

según su naturaleza son conformes a la buena fe, al uso o a 

la ley." Sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. Xl. Pág. 194. A.D. 

1307/57. Lucrecia Albert de Orbe. Mayoría de 4 votos. Vol. 

XXV. Pág. 253. A.D. 4532/58. Eva Ortega Estrada. Mayaria de 4 

votos. Vol. XXVIII. Pág. 102. A.D. 7145/5E1. Enrique Landgrave 

Sánchez, Unanimidad de 4 votos. Vol. XLVI. Pág. 146. A.D. 

4639/59. Herminla Martínezi Mayoría de 4 votos. Vol. LX. Pág. 

287. A.D. 3668/60. Modesta Mentir...g.. Unanimidad de 4 votos. 

(11) 

La ley otorga amplia libertad a los cónyuges para elegir 

el régimen que mayor so adapte a sus aspiraciones y particu-

laridades plasmando todas las cláusulas que deseen sin más 

límite que no contravenir el orden público, ni ir contra los 

fines del matrimonio. En el primer caso podría haberse refe-

rido el legislador a los pactas que contravengan la obliga-

ción de dar alimentos, o que pretendan restringir o suprimir 

la capacidad de uno de las cónyuges en el manejo o adminis-

tración de sus bienes, o en el caso de la sociedad conyugal 

sería nula la capitulación en virtud de la cual uno de los 

consortes haya de percibir todas las utilidades o que Sólo 



alguno de ellos sea responsable de las pen'didas y deudal,. co-

munes en una parto que ie;:c.:eda a la que proporcionalmente Lo-

rresponda a su capital o utilidades. 

En el segundo caso consideramos que debió ser más preci-

so el legislador puesto que nuestro actual Cuerpo de Leyes no 

especifica cuáles son los fines del matrimonio limitándose 

sólo a señalar en sus artículos 162 y 163 respectivamente que 

los cónyuges están obligados a contribuir a los fines del ma-

trimonio así como que deberán vivir juntos, en el domicilio 

conyugal. Por lo que basándonos en el testo del articulo 13 

de la Ley de Relaciones Familiares de 1917 que antecede al 

actual Código Civil y que define al matrimonio como un 

contrato civil entre un solo hombre y una sola mujer, que se 

unen con vinculo disoluble para perpetuar su especie y ayu-

darse a llevar el peso de la vida (12), consideramos que al-

gunos de esos fines podrían ser la fidelidad, pues se recalca 

que es entre un solo hombre y una sola mujer< la vida en co-

mún con la obligación correlativa de la cohabitación y el dé-

bito carnal correspondiente y la obligación de otorgarse 

alimentos, con la.facultad de exigir asistencia y ayuda mu-

tua, lo que se robustece con el contenido del articulo 147 

del Código Civil que señala que cualquier condición contraria 

a la perpetuación de la especie o a la ayuda mutua que se de-

ben los cónyuges, se tendrá por no puesta (13). 

Pero en este orden de ideas, a nuestra consideración 

cualquier acuerdo al respecto no gaza de la naturaleza de las 
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capitulaciones, que es meramente económica y por tanto no re-

sulta viable que so asienten dichas condiciones en las capi-

tulaciones a menos, que por ejemplo, se pactaron penas conven-

cionales para el caso de infidelidad o de culpabilidad por 

parte de uno de los cónyuges, que motivara en el futuro al 

divorcio, conviniendo entre los cónyuges la inclusión a titu-

lo de pena convencional, la disminución de la participación 

respectiva al momento de la disolución de la sociedad conyu-

gal, o de la entrega de algún bien mueble o inmueble o de al-

guna cantidad de efectivo por concepto de indemnización o pe-

na convencional en el caso do la separación de bienes. 

2.2.1. Requisitos. 

En lo referente a los requisitos para capitular son los 

mismos que la ley exige para los convenios y que en este caso 

se cumple con las elementos esenciales por cuanto hace al 

consentimiento, por ser un acuerdo de voluntades; y el obje-

to, que es la constitución y administración del régimen acor-

dado y que puede consistir en obligaciones de dar, hacer e no 

hacer. 

En lo relativo a las condiciones de validez las encon-

tramos en la capacidad que en principio es la genérica que 

tienen todas las personas no exceptuadas par la ley y la que 

el legislador concede a los menores para que puedan contraer 

matrimonio y capitular si concurren a estos actos las perso-

nas cuyo consentimiento requiere lo ley para su celebración. 
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En la ausencia de vicios, pues el acmurdo de voluntades debo 

estar libro de error, dolo, mala fe, lesión, etc. En cuanto a 

la licitud de su objeto o fin, en la medida que no contrav 

nen las leyes y finalmente en lo tocante a laca formalidades 

pues en todo caso las capitulaciones matrimoniales deben 

constar por escrito y en el supuesto de que se constituya la 

sociedad conyugal y los esposos se hagan copartícipes o se 

transfieran la propiedad de bienes que así lo ameriten, se 

constarán también en escritura pública asi como si llegaren a 

realizarse alteraciones a éstas, debiendo además incribirse 

en el Registro Público de la Propiedad a fin de que surta 

efectos contra terceros o bien para garantizar los derechos 

de los terceros que contraten con los cónyuges y evitar que 

sean defraudados con la ocultación de capitulaciones matrimo-

niales. Y al respecto nuestro máximo Tribunal ha sustentado, 

que: "CAPITULACIONES MATRIMONIALES. FORMALIDADES DE LAS. Las 

capitulaciones matrimoniales otorgadas en escrito privado 

tienen plena validez entre las partes que las celebraron, aun 

en el caso que, por la naturaleza de los bienes de que •los 

cónyuges se hayan hecho participes, dicho convenio deba 

constar en escritura pública; esto se enplica en razón da que 

tal formalidad tiene por finalidad principal la protección de 

intereses de terceros, de manera que la falta de la misma no 

puede privar el acto de producir efecto con respecto a quie-

nes lo celebraron," A. D. 2139/1971. Cándido Ballesteros Re-

yes. Enero 21 de 1972. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Mtro 



Rojina 	 j.ra. 	Sala. Séptima Epoca, Volumen 37, 

Cuarta Parte. Pag. 	17. 	(14). "CAPITULACIONES MATRIMONIALES., 

VALIDEZ DE LAS OTORGADAS EN CONTRATO PRIVADO. Si la Suprema 

Corte ha otorgado la proteculón federal para que su recono-

ciera la emistencia de una sociedad conyugal, y que a ella 

pertenecia un inmueble adquirido con posterioridad al matri-

minio, no obstante que ni siquiera habla capitulaciones ma-

trimoniales, con mayar razón debe establecer la validez de 

las que se otorgaron en un contrato privado, respecto de bie-

nes adquiridas por el marido después del matrimonio." Samba 

Epoca. Cuarta Parte. Vól. XXVIII, Pág. 111. A. D. 7145/1958. 

Enrique Landgrave Sánahez. Unanimidad de 4 votas. Za. Sala 

(15). 

2.3. Sociedad Conyugal. Concepto y fines especificas. 

El maestro Manuel Mateas Alarcón, en consideración a los 

códigos memicanas de 1870 y 1884, que consagraban la comuni-

dad de gananciales bajo el rubro de saciedad legal, define el 

concepto de sociedad conyugal como "...aquél en cuya virtud 

los bienes adquiridos por uno o ambos cónyuges durante el ma-

trimonio por el ejercicio de una profesión, arte o industria, 

par legado o herencia dejado a los dos sin designación de 

partes, por frutos, rentas, accesorios y utilidades produci-

dos por las bienes propios de cada uno, forma un fondo camón, 

que lleva al nombre de gananciales, que se divide entre los 

cónyuges o sOs herederos después de la disolución del matri- 



monio" (16). 

Por SU parte Gnidn ledeschi teniendo en mente se9un 

creemos, la comunidad univorsal dicu: 	"Comunidad de hiene 

entre cónyuges, hay en general siempre que los bienes de los 

cónyuges (como tales), pertenecientes a ellos en el mumcnto 

dol matrimonio o adguiridos por ellos durante él so hacen 

comunes, en cuanto al goce o en cuanto a la propiedad, y en 

este último caso, divisibles en una determinada proporción a 

la disolución de la comunidad (17). 

Partiendo de que una de las finalidades de la saciedad 

conyugal como la de cualquier otro régimen es determinar la 

forma y proporción en que se han de distribuir las cargas ma-

trimoniales traducidas éstas on los gastos de manutención y 

de ayuda mutua de los consortes y de sus hijos, cuando los 

hay, as/ como decidir el destino que correrán sus bienes pre-

sentes y futuras, 'trataremos de forjar una definición que 

cumpla con tales inferencias. 

Asi, de esta ilación concluimos que la sociedad conyugal 

es el régimen patrimonial en virtud del Cual se unen en una 

masa común los bienes presentes y/a futuros, dependiendo de 

los pactos 'celebrados, con la finalidad de hacerle frente a 

las cargas matrimoniales y asi cumplir con los fines 	ma- 

trimonio y que en el supuesto do lo disoluciOn, ambos cónyu-

ges participan igualmente de dichos bienes y/o utilidades 

producidas por éstos. 
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2.3.1. Patrimonio de la Sociedad Conyugal. 

Par-  la mistdnnia de la soc:iedad conyugal no ea requi-

sito fundamental lo existencia constante del fondo social, ya 

que generalmente la gran mayoría de las sociedades conyugales 

constituidas bajo nuestro derecho carecen de caudal social 

durante los primeros aPlos de su e;:istencia y más aún dada la 

situación económica de nuestro país se dan casos en los que 

los cónyuges no logran formar un fondo social pues viven al 

día y su pasivo supera al activo, debido a los pocos bienes 

que poseen o por que éstos no representan un valor económico. 

Y en este sentido la Suprema Corte do Justicia de la Nación 

ha manifestado que: "SOCIEDAD CONYUGAL. PARA SU EXISTENCIA NO 

ES REQUISITO FUNDAMENTAL LA EXISTENCIA CONSTANTE DEL FONDO 

SOCIAL. Las disposiciones relativas a la integración do capi-

tal social de las sociedades no son supletoriamente aplica-

bles a la sociedad conyugal, porque en aquéllas debe determi-

narse el importe del capital social en el contrato constitu-

tivo de la sociedad, y en la sociedad conyugal no sólo no es 

necesario señalar un caudal social fijo, sino que en la 

inmensa mayaria de las capitulaciones no se determina un fon-

do social fijo, sino que se pacta que sea susceptible de ir 

aumentando sin más limites que los beneficios y éxitos econó-

micos que obtengan los cónyuges durante su matrimonio. Ade-

más, la omisión en el contrato constitutivo del importe del 

capital social puede originar la disolución de la sociedad 

civil, en los términos del articulo 2693, último párrafo del 
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Código Civil. En cambio, 	para 	la eistencia de ta <:sociedan 

conyugal nn os requisito fundamental la existencia constante 

del fondo social, pues, se repite, lo gran mayoría de las so-

ciedades conyugales reguladas por el derecho meicane carecen 

de caudal social durante los primeros arios do su vida, y aún 

se presentan en la práct ca innumerables casos en que los 

cónyuges no logran formar un fondo social por superar su pa-

sivo al valor de los pocos bienes que posean o porque el-Sin 

no representan un valor económico. Y en el coso de quiebra de 

las esposos, la sociedad conyugal puede continuar existiendo 

en espera de una bonanza posterior." A. D. 2135/1971. Ena 

Larsen de Vázquez. Julio 3 de 1972. Unanimidad de 4 votos. 

Ponente; Mtro. Enrique Martínez Ulloa. 3a. Salo, Séptima 

Epoca, Volumen 43, Cuarta Parte, Pág. 73. (18) 

Por otra parte, el Código Civil en su artículo 189 esta-

blece que las capitulaciones en que se constituya la sociedad 

conyugal deberán contener: "I. La lista detallada de los bie-

nes inmuebles que cada consorte lleve a la sociedad, con 

expresión de su valor y de los gravámenes; que reporten; II. 

La lista especificado dd los bienes muebles que cada consorte 

introduzca a la sociedad; III. Nota-pormenorizada de las deu-

das que tenga cada esposo al celebrar el matrimonio, con 

expresión de si la sociedad ha de responder de ollas o imita-

mente de las que se contraigan durante el matrimonlo, ya sea 

por ambos consortes o por cualquiera de ellos; IV. tél decla7 

ración expresa de si la sociedad conyugal ha •db cqmprdnder 
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todos tus h`enes da cada cansarte a sólo parte de ellos, pre-

cisando en acto último caso cuáles son los bienes que hayan 

de entrar a la sociedad; V. La declaración e.lplicita de Gi la 

sociedad conyugal ha de comprender los bienes todos de los 

consortes o solamente sus productos. En uno y en otro caso se 

determinara con toda claridad la parte que en los bienes o en 

sus productos corresponda a cada cónyuge; VI. La declaración 

de si al producto de trabajo de cada consorte corresponde 

exclusivamente al que lo ejecutó, o si debe dar participación 

de sus productos al otro consorte y en qué proporción; VII. 

La declaración terminante acerca de quién debe ser el admi-

nistrador de la sociedad, expresándole con claridad las fa-

cultades que se le conceden; VIII. La declaración acerca de 

si los bienes futuros que adquieran los cónyuges durante el 

matrimonió pertenecen exclusivamente al adquirente, o si de-

ben repartirse entre ellos y en qué proporción; IX. Las bases 

para liquidar la sociedad." (19) 

Por lo que partiendo de estas premisas podemos inferir 

que la sociedad conyugal es un régimen patrimonial en virtud 

del cual los cónyuges se constituyen en socios y aportan sus 

bienes y/o el producto de su trabajo en la medida en que 

quieran obligarse, formando un fondo social con las utilida-

des, del que ambos participan al liquidarse la sociedad» 

Todo lo anterior es factible en el supuesto de que efec-

tivamente los cónyuges hayan otorgado capitulaciones, sin em-

bargo en la practica la mayoría de los matrimonios no cumplen 



con esta condición por lo que en 	';:ituación su naturaleza 

jurídica se asemeja a la de la comunidad de gananciales. 

No obstante lo anterior, 	la generalidad de las perl;onas 

tienen la arraigada creencia de que par la simple celebración 

del matrimonio bajo el régimen de sociedad conyugal, se hacen 

propios por mitad todos los bienes presentes y futuros de los 

consortes. Al respecto la Suprema Corte de Justicia du la Na-

ción ha sustentado que: "SOCIEDAD CONYUGAL, BIENES PROPIOS 

ANTERIORES AL MATRIMONIO. NO SE INCLUYEN, SALVO PACTO EN 

CONTRARIO. Salvo pacto en contrario, los bienes propios do 

cada uno de los cónyuges que tenían antes de la celebración 

del matrimonio, continúan perteneciéndoles de manera exclu-

siva, a pesar de que el matrimonio se haya celebrado bajo el 

régimen de sociedad conyugal, porque las aportaciones, al iré-

plícar traslación de dominio deben ser empresas." A. D. 

2727/1959. Carmen López de Mendoza. Unanimidad de 4 votos. 

Santa Epoca, Vol. XXXVI, Cuarta Parte, Pág. 74. A.D. 

2685/1960. Lorenza Martínez Pacheco. Unanimidad de 4 votos. 

Santa Epoca, Vol. XLIV, Cuarta Parte, Pág. 152, A.D. 5600/ 

1961. Leopoldo Jiménez Salvan, 5 votos. Sexta Epoca, Vol. 

LXVII, Cuarta Parte, Pág. 122, A.D. 5598/1961. Maria Guadalu-

pe Serrano de Adán, 5 votos. Sexta Epoca, Vol. LXVII, Pág. 

122. A. D. 3747/1961. Francisco R. Jaén Molina. Unanimidad de 

4 votos. Sexta Epoca, Vol. LXXII, Cuarta Parte. Pág. 97. (20) 

Dé esta guisa, y en el supuesto do que se hayan otorgado 

capitulaciones al respecto, el patrimonio social estará inte- 



grado por loo bienes que los cónyuges hayan aportado para ese 

fin, poro on al caso de que no so haya colubrado convenio al 

respecto, el activo del patrimonio GOC al lo integran todos 

los bienes que se incorporan a la sociedad conyugal de diver-

sa manero. 

La doctrina distingue un haber absoluto compuesto por 

aquéllos que ingresan al haber social de un modo incondicio-

nal, como las ganancias obtenidas durante el matrimonio; y un 

haber relativo, compuesto por los bienes que igualmente 

ingresan al haber social, pero en el que el cónyuge propieta-

rio adquiere un cambio. un crédito contra la sociedad por el 

valor de tales bienes, que hará efectivo al tiempo de su di-

solución. (21) 

Para continuar con nuestro estudio resulta conveniente 

recordar que el régimen de la sociedad conyugal cuando no 

existen capitulaciones funciona mediante la creación de un 

patrimonio comun compuesto por los ingresos del producto del 

trabajo de los cónyuges más los frutos que produzcan los bie-, 

nes propiedad de ellos, a partir de lo celebración del ma-

trimonio. Par consiguiente, para la formación de un fondo so-

cial es preciso que los esposas aporten bienes que generen 

ganancias. Dichas aportaciones pueden ser la fuerza de traba-

jo de los consortes, o los bienes susceptibles de producir 

algún aprovechamiento; entendiéndose por fuerza de trabajo 

cualquier actividad gue se rcullice por lo que se reciba en 

cambio uno remuneración, a la que llamamos producto. De igual 



forma no debomos con+uod]r los bienes mueble,y: r inmucble quo 

se llevan al matrimonio, con los frutos naturales, 

les o civiles que produrcan, pues los primeros son un habor 

relativo do la sociedad, ya que deberán ser restituidos a su 

propietario a la disolución, y los segundos constituyen junto 

con el producto del trabajo, el haber absoluto (22). 

Recapitulando, los gananciales son los bienes que inte-

gran el haber absoluto do la sociedad y constituyen la esen-

cia del patrimonio común. La masa que constituyen los ganan-

ciales persigue como fin el sostenimiento de las cargas ma-

trimoniales, misma que llegado el momento de la disolución y 

liquidación de la sociedad deberá dividirse entre el marido y 

la mujer. 

Ahora bien, no obstante que el citado artículo 189 del 

Código Civil para el Distrito Federal en su fracción VI, im-

pone la necesidad de que los consortes declaren si el produc-

to del trabajo de cada una de ellos corresponde al que los 

ejecutó, o si debe darse participación al otro y la propor-

ción, y que además los productos del trabajó constituyen en 

su mayoría la fuente de ingresos más importante de la socie-

dad conyugal, en la práctica ante las pretensiones de alguno 

de los consortes de excluir el producto de trabajo cuando no 

se pactó nada al respecto nuestra máxima juzgadora ha esta-

blecido que: "SOCIEDAD CONYUGAL. INGRESOS QUE RECIBEN LOS 

CONYUGES COMO RETRIBUCION A SU TRABAJO PERSONAL FORMAN PARTE 

DE ELLA. Es inaceptable la idea de estimar que los ingresos 



luo rocibe uno de los conymge COM-1J retribución a su trabajo 

personal, no pueden formar parto del caudal social de los 

esposos, sin la "eistencia de un verdadero formal contrato 

de sociedad", puesto que tratándose del matrimol o, el Código 

Civil no prevé una saciedad del tipo regulado por los articu-

las 2688 y siguientes, sino una sociedad conyugal regida por 

sus normas especificas contenidas en los artículos 178 a 706 

del misma ordenamiento." A. D. 2135/1971. Ene Larsen de Váz-

quez. Julio 3 de 1972. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Mtro. 

Enrique Martinez Ulloa. 3a. Sala, Séptima Epoca, Vol. XLIII 

Cuarta Parte, Pág. 69. (23) 

Se ha dicho que en principio son bienes gananciales to-

dos los adquiridos a titulo oneroso, incluyendo el producto 

del trabajo, así como las rentas y  los frutos de los bienes 

muebles e inmuebles propiedad de los consortes antes de la 

celebración del matrimonio. Sin embargo, ¿qué sucede con los 

bienes adquiridos a título gratuito por uno solo de los 

cónyuges? Tradicionalmente, se ha dicho que los bienes ad- 

quiridos por herencia, legado o donación no ingresan al cau- 

dal de la sociedad de gananciales, sino que son propios de 

cada uno de los consortes y que sólo forman parte del caudal 

social sí claramente resulta que fue Voluntad del testador o 

del donante beneficiar al matrimonio y no sólo a uno de los 

consortes. A este respecto comenta el tratadista Belluscio 

(24) que es una "solución uniforme en las legislaciones que 

adoptan la comunidad de gananciales, pues no se considera co- 



mo ganancial lo ghe de ninguna manera pudria cstimarsi.  acu ha 

ingresado en el patrimonio de uno de loes couyugeT, cuan ronco-

cuencia del esfuerzo común de ambos ni de la colaboración o 

apoyo moral de uno en la actividad productiva del otra." 

La razón de esta excepción explica el doctor Sergio Mar-

tínez Ar•rieta (25), obedece a una concepción histórica pues 

se partía del supuesto que los bienes heredados, donados o 

legados a uno solo de los consortes, deberían corresponderle 

en exclusividad, ya que este tipo de transmisiones se reves-

tía de un carácter familiar, porque la intención era conser-

var los bienes dentro de la familia respecto de la cual al 

otro consorte se le consideraba entraño. En este sentido la 

Suprema Corte de Justicia ha resuelto que: "SOCIEDAD CONYU-

GAL, BIENES QUE NO INGRESAN A LA. (LEGISLACION DEL ESTADO DE 

VERACRUZ). Aián cuando el articulo 4o. transitorio, del Código 

Civil del Estado de Veracruz de 1932 establece: "Los bienes 

adquiridos por los cónyuges que no hayan definido entre si, a 

la fecha de entrar en vigor este Código, el régimen de socie 

dad conyugal o el de separación de bienes, se consideraran 

como propiedad de, ambos y se regirán por las disposiciones 

aplicables de este Código a partir de la vigencia del mismo", 

tratándose de bienes adquiridos por uno solo de los cónyuges 

por donación, herencia o legado, no os•necesario que haya es-

tipulación alguna al respecto, porque atento a la dispuesto 

por el articulo 1853 del Código Civil de 1884, los bionet ob-

tenidos por uno solo de los cónyuges, por alguno de los indi- 
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cados conceptos no ingrean o lo sociedad de que forman parte 

los cónyuges sino que son de la exclusiva propiedad del 

consorte que los adquiero." SwIta Epoca, Cuarta Parte. 

Vol—XXIV, P. 227. A. D. OJ8/50. Juana Mora do Cano. 5 vo-

tos. (26) De igual modo lo sePlala en la tesis scAalada bajo 

el rubro "SOCIEDAD CONYUGAL, FALTA DE CAPITULACIONES MATRIMO-

NIALES HADIENDOSE ADOPTADO EL REGIMEN DE. IGUALDAD DE DERE-

CHOS DE LOS CONYUGES (LEGISLACION DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)." 

En la que manifiesta que: "Si el matrimonio se contrajo bajo 

el régimen de sociedad conyugal sin que cmistan capitulacio-

nes matrimoniales, los bienes adquiridos por cualquiera de 

los cónyuges a partir de la fecha de celebración del matrimo-

nio hasta aquélla en que se disuelva, pertenecen a la socie-

dad, con excepción de los que cada consorte haya adquirido 

por exclusiva donación, herencia o legado..." A. D. 1416/79. 

Andrés A. Neri Reyes. 17 de julio de 1980. 5 votos. Ponente: 

Gloria León Orantes. 3a. Sala. Séptima Epoca, Cuarta Parte, 

Vol. 139-144, Pág. 131. 

En relación a los bienes adquiridos por uno de los 

consortes mediante una rifa o sorteo, no existe un articulo 

que de manera empresa resuelva la situación, sin embargo la 

Suprema Corte abordó el tema teniendo como marco jurídico la 

legislación del estado de Tamaulipas vigente antes de su nue-

vo código civil de 1960, diciendo: "SOCIEDAD CONYUGAL, BIENES 

DE LA, PREMIOS DE LA LOTERIA NACIONAL. La determinación de la 

responsable en el sentido de que el premio de la Loteria Na- 
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cipria) que obtuvo uno de los cónyuges se considere que perte-

nece a lo sociedad conyugal, no viola los artículos 75 y 01 

d21 Código Civil, puesto que el pr mero do estas articulos 

sólo excluye de ingresar al patrimonio de la sociedad los 

bienes que durante la unión matrimonial adquieran las cónyu-

ges por herencia o donacion, y el premio de la Lotería no es-

tá en ninguno de esos casos porque no es una donación sino un 

don de la fortuna, resultado de un contrato aleatorio, así 

que conforme al segundo de los artículos citados, al liqui-

darse la sociedad conyugal tendrá que ser dividido el importo 

de este premio por partes iguales entre ambos cónyuges ya que 

no se demostró la existencia de ningún pacto en contrario." 

Sexta Epoca, Cuarta Parte: Vol. XLVII, Pág, 50. A. D. 

3700/58. Enrique Bretzfelder. Unanimidad de 4 votos. (27) 

En lo relativo a los bienes adquiridos por prescripción, 

pertenecen al fondo social si al título en que se funda la 

posesión se adquiere dentro del matrimonio y dentro del mismo 

se arranca el término de la prescripción. En cuanto a los 

bienes cuya prescripción se completa durante la sociedad, co-

menta el tratadista Manuel Mateas Alarcón (20), pertenecen al 

cónyuge que los poseía al celebrarse y no se estiman como ga-

nanciales porque la posesión de aquél era a titulo de eomi-

nio, y por lo mismo, formaban parte de su patrimonio, cuyo 

titulo sólo ha sido consolidado por la prescripción, hacién-

dolo incontrovertible. En este mismo sentido resolvió nuestro 

máximo Tribunal al asentar que: "SOCIEDAD CONYUGAL. BIENES 



PROPIOS DE LOS CONSORTES QUE NO PERTENECEN A LA. Si se pactó 

que formarían parte de la sociedad conyugal, todos los biene 

muebles n inmuebles y sus productos que los consortes adqui-

rieran durante su vida matrimonial incluyendo el producto de 

su trabajo; y si quedó acreditado que uno de los cónyuges ad-

quirió por prescripción positiva un predio, antes de la fecha 

en que contrajo matrimonio, debe cons dorarse que aunque el 

título supletorio de dominio haya sido otorgado con posterio7 

ridad a la fecha de su matrimonio, la posesión que dió origen 

. 	 al derecho de propiedad fue anterior y por lo tanto, los de-

rechos sobre el predio no se transmitieron a la sociedad 

conyugal al celebrarse las capitulaciones matrímoniales.' A. 

D. 382/1972. Modesta Rojas dé Bustamante. Julia 2 de 1976. 

Unanimidad de 4 votos. Ponente; Mtro. Raúl Lozano Ramlrez. 

(29) 

Finalmente, para concluir con este punto selalaremos que 

por cuanto al pasivo del fondo social, la sociedad conyugal 

en la que no se pactó en lo particular, sólo esta obligada a 

cubrir las deudaS contraidas conposterioridad a la celebra-

ción de las nupcias. 

2.3.2. Administración. 

El precepto 194 del Código Civil, al reapecto estipula 

que el dominio de las bienes comunes res de en ambos canyugeS 

mientras subsista la sociedad conyugal y que la administra-

ción quedará a carga de quien ellos hubiesen designada, pu- 



di=me modificarse dicha estipulación. Por lo que a esta 

cuestión no e::iste mayor limite que el que la ley establezca 

respecto a la capacidad jurídica, encontrándose aptos el ma-

rido y la mujer mayores de edad, para administrar, contratar 

o disponer de sus bienes propios y ejercitar las excepciones 

que a ellos correspondan, sin que para ello necesiten el 

consentimiento de su respectivo cónyuge y por cuanto a los 

bienes del fondo social se refiere, la única limitación será 

el común acuerdo. 

Tratándose de la administración de los bienes de los 

cónyuges menores de edad, necesitarán de la autorización ju-

dicial para enajenar, gravar o hipotecarlos y un tutor para 

sus negocios especiales. 

Lo anterior se encuentra actualmente establecido en 

nuestro derecho común, sin embargo debieron pasar muchos años 

para que se llegara a este criterio pues a través de la his-

toria se desarrollaron diversas teorías sobre la autoridad y 

superioridad masculina en el matrimonie, una de ellas, basada 

en que la naturaleza y la historia hacen inevitable la auto-

ridad del hombre y por tanto se debia buscar que dicha auto-

ridad no traspasara los limites racionales tornándose en po-

testad, fuerza bruta y despotismo; otra basaba la autoridad 

en los supuestos de que el matrimonio como toda sociedad de-

bla tener una autoridad que condujera a la consecución del 

bien común y cómo la autoridad radicaba en la superioridad 

natural por tanto el hombre debla poseerla y ejercitarla en 
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la familia así se evolucionó a la teoría de unidad de direc-

ción, según la cual la sociedad conyugal es regida en princi-

p o por la ley de igualdad pero en caso de discordancia la 

autoridad marital se impon la (30). Del mismo modo surgieron 

toda una serie de doctrinas y opiniones mediante las cuales 

se pone de manifiesto que hubo principalmente en los siglas 

XVIII y XIX una lucha en la que se empezó a imponer cada vez 

más la presencia femenina y la exigencia de igualdad en sus 

derechos. 

De este modo las códigos civiles del siglo pasado 

conservan la tradición jurídica francesa antifeminista. 

El Código Civil de 1870 disponía que mientras no exis-

tiera convenio a sentencia que estableciera lo contrario el 

marida era el legítimo administrador de la sociedad conyugal, 

aunque tratándose de la sociedad voluntaria exigía que las 

cónyuges declararan determinando las facultades que a cada 

consorte correspondían en la administración y en la percep-

ción de los frutol, especificando cualea podían enajenar, 

hipotecar, arrendar, etc. y las condiciones en que se lleva-

rían a cabo estas actas. De igual 'fOrma en su articula 205,. 

se establecía que el marido era el administrador legitimo de 

todos los bienes del matrimonio con restricciones unicaMenta 

para el menor de edad. 

Por lo quo hace al Código de 18134 aunque reconocla la 

regla fundamental do la capacidad y de igualdat4 regulaba al- 

gunas situaciones especiales  en las • chic^ sr advertlan. dual- • 
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qua/dados o incapacidades KAra la mujer. 

El artículo 196, estau/cc/o que el marido era el admi-

nistrador lugitimo de todos los bienes tiel matrimonio y en el 

siguiente articulo asentaba que el marido sería el represen-

tante logitimo de su mujer. 

La mujer requería licencia del marido para adquirir por 

titulo oneroso o lucrativo, para enajenar sus bienes y obli-

garse. También requeria licencia para litigar, como para 

contraer obligaciones. Igualmente se le prevenia la necesidad 

do autorización judicial para litigar contra el mar do o para 

contratar con él. 

En su articulo 202 se establecía que la mujer no necesi-

taba licencia del marido ni autorización judicial, cuando 

fuere mayor de edad, para entro otras casas, disponer de sus 

bienes por testamento (31). 

Finalmente el Código de 1984 agregó una ligera variante 

en .su articulo 1975 al disponer qué el marido cra el legitimo 

administrador do la sociedad conyugal y que la mujer sólo ad-

ministrarla cuando hubiese convenio o sentencia que así lo 

estableciera, en caso de ausencia o impedimenta del marido o 

cuando éste hubiera abandonado injustificadamente el doMiei-

lio conyugal (321. 

La Ley de Relaciones Familiares dispuso que las derechos 

y obligaciones personales de los consortes debían establecer-

so sobre la base de igualdad entre éstos, y no en el imperio 

como restos de la manus romana yuc GO le otorgaba al marido. 



Hubo un adelanto :;Al. nwtiroir eTt 	a:'tfutAla 55 que el 

marido y la mujer tendrían pleno capaaidao, siendo mayorr,:, dc 

edad para administrar sus bienes propios y disponer de ellos 

y ejercer todas las acciones que les competieran, s n que al 

efecto necesitaran ni el esposo consentimiento de la esposa, 

ni ésta la autorización o licencia de aquél. 

Asimismo al establecer como régimen legal la separación 

de bienes, sólo reguló brevemente que la administración de 

los bienes comunes adquiridos por donación, herencia o legado 

o por cualquier otro título gratuito u oneroso o por don de 

la fortuna en tanto se hiciera la división, sería realizado 

por ambos o por uno sólo de ellos con acuerdo del otro, en 

cuyo caso al que administrara se consideraría como mandatario 

del otro pero tratándose de bienes inmuebles o muebles pre-

ciosos no podrían ser enajenados sino de común acuerdo. 

De lo antes mencionado se desprende que la administra-

ción dentro del régimen matrimonial ha seguido el mismo 

desarrollo que la situación de la mujer en la historia, es 

decir de una sumisión absoluta a la autoridad del hombro 

quién a su vez administrba todos los bienes comunes y propios 

a una situación de igualdad y administración compartida. 

Para concluir, si bien es cierto que el Código Civil vi-

gente para el Distrito Federal dispone que en las capitula-

ciones se establezca quién debe ser el administrador do la 

sociedad, expresando las facultades que se le concedan, rara 

veu sucede esto, pUes si generalmente la gran mayoría de los 
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matrimonios DO capitulan menos conciertan al respecto, por lo 

que ante esta omisian, conformo al articulo 183 del código 

citado, se debe acudir a las disposiciones relativas al 

contrato de sociedad. Que en este sentido y por analogía se 

desprende de los artículos 2709, 2713 y 2719, que cuando no 

so hubiere designado cónyuge administrador y las facultades 

de ésto último, serán administradores ambos. 

Por la que hace a las facultades del administrador serán 

todas aquéllas tendientes a la realización de los fines del 

matrimonio, requiriéndose conforme al articulo 172 in fine, 

el consentimiento del otro cónyuge, cuando se trato de actos 

de administración y dominio de los bienes comunes. 

En lo que se refiere a las responsabilidades y sanciones 

del cónyuge administrador, éste debe actuar de acuerdo con 

los principios que exigen el bien común de la sociedad-Conyú-

gal y será responsable de sus acciones en los términos' de 

recho común y por analogía conforme al articulo 2718, está 

obligado a rendir cuentas y en caso de incumplir con su obli-

gación como administrador puede ser sujeto a querella penal 

por su consocio en caso de que se tipifiqué algún delito. 

Asimismo debe responder de los dalas y perjuicios que se cau-

sen al otro cónyuge, ya sea can cargo a los gananciales o a 

sus bienes propios s>i se origina por ejemplo la terminación 

de la socieod conyugal. 01 respecto, la Suprema Corte de 

Justicia. ha 	ntando la siguiente tesis: "SOCIEDAD CONY1H 

01906ACION DE ENDIF 	Si,• no se pacte en. las Ca:-. 
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pitulac mos matrimoniales la obligación por el socio admi-

nistrador de rendir cuentas do los bienes de la sec.i dad 

conyugal, deben aplicarse las normas relativas al contrato de 

sociedad por disposición el:presa del articulo 183 del Código 

Civil del Distrito Federal, y consecuentemente el articulo 

2719 del mismo ordenamiento legal invocado, porque indepen-

dientemente de que en los articulo% 203 y 2011 del citado Có-

digo Civil se establezcan las bases para la liquidación de la 

sociedad conyugal, sin embargo si en ese convenio so pactó 

que: IV. Administrará la sociedad el marido, teniendo todas 

las facultades inherentes a su cargo, según el Código Civil 

vigente, es inconcuso que esa estipulación debe considerarse 

como el soporto principal de la procedencia del incidente de 

rendición de cuentas de la sociedad conyugal, ya que al exis-

tir en ásta un cónyuge administrador se actualizó el supuesto 

normativo de la hipótesis contenida en el articulo 2719 del 

Código Civil, como lo es la existencia en la sociedad de un 

socio administrador en cuya virtud está obligado a rendir 

cuentas, resultando intrascendente que en el citado disposi-

tivo se requiera .que la rendición de cuentas sea solicitada 

por la mayoría de los socios, requisito sólo exigible para el 

contrato de sociedad civil, pues en la' especie lo importante 

es que, de acuerdo con lo naturaleza juridica'de la sociedad 

conyugal., ':itg trata de la . apilcación do ud 	 romo 

lo os el articulo 271d, 	un caso 'análogo en la sociedad 

conyugal, e.istenHa de un administrador pdr mandato e)tpre,J.e 



pítulacionus matrimoniales la obligación por el sacio admi-

nistrador de rendir cuentas de los hienas de la sociedad 

conyugal, deben aplicarse las normas relativas al contrato de 

sociedad por disposición expresa del articulo 183 del Código 

Civil del Distrito Federal, y consecuentemente el articulo 

2718 del misma ordenamiento legal invocado, porque indepen-

dientemente de que en los articulas 203 y 204 del citado Có-

digo Civil se establezcan las bases para la liquidación de la 

sociedad conyugal, sin embargo si en ese convenio se pactó 

que: IV. Administrará la sociedad el marido, teniendo todas 

las facultades inherentes a su cargo, según el Código Civil 

vigente, es inconcuso que esa estipulación debe considerarse 

como el soporte principal de la procedencia del incidente de 

rendición de cuentas de la sociedad conyugal, ya que al e>lis-

tir en esta un cónyuge administrador se actualizó el supuesto 

normativo de la hipótesis contenida en el articulo 2718 del 

Código Civil, como lo es la imistencia en la sociedad de un 

socio administrador, en cuya virtud está obligado a rendir 

cuentas, resultando intrascendente que en el citado disposi-

tivo se requiera que la rendición de cuentas sea solicitada 

por la mayoría de los socios, requisito sólo e:lig:ole para el 

contrato da sociedad civil, pues en la especie la importante 

es que, de acuerdo con l7 n‹Rturaleza jurídica de la sociedad 

conyugal, so trata de la aplicación de un dispositivo como 

lo es wi artícullo 2718, a un caso análogo en la so Jdad 

conyugal, wlistoncia de un adminirtrador par mandato 	precio 
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pitulaciones matrimoniales la obligación por el socio admi-

nistrador de rendir cuentas de las bienes de la sociedad 

conyugal, deben aplicarse las normas relativas al contrato de 

sociedad por disposición expresa del artículo 183 del Código 

Civil del Distrito Federal, y consecuentemente el articulo 

2718 del mismo ordenamiento legal invocado, porque indepen-

dientemente de que en los artículos 203 y 204 del citado Có-

digo Civil se establezcan las bases para la liquidación de la 

sociedad conyugal, sin embargo si en ese convenio se pactó 

que: IV. Administrará la sociedad el marido, teniendo todas 

las facultades inherentes a su cargo, según el Código Civil 

vigente, es inconcuso que esa estipulación debe considerarse 

como el soporte principal de la procedencia del incidente de 

rendición de cuentas de la sociedad conyugal, ya que al eeis-

tir en ósta un cónyuge administrador se actualizó el supuesto 

normativo de la hipótesis contenida en el articulo 2718 del 

Código Civil como lo es la euistencia en la sociedad de un 

socio administrador, en cuya virtud está obligado a rendir 

cuentas, resultando intrascendente que en el citado disposi-

tivn se requiera que la rendición de cuentas sea solicitada 

por la mayorla de los socios, requisito sólo eeigible pera el 

contrato de sociedad civil, pues en la espe-ie lo importante 

es'que, de acuerdo can la naturaleza jurídica de la sociedad 

conyugal, se tata d9 la aplicación de un dispositivo, coma. 

In es el artículo 2718, 	un cric análogo can la suciedad. 

conyugal, cl:.;istencia de. un administrador.  par mandata 



ESTA IBIS W hEll 
Ok 

dp la le, 	decir, (.1::?] 	articulo 103 del Código Civil, ii0o 

roffliÚCY a la aplicacici de 	a noribas relativa D las socieda- 

des civiles, dentro dlz las que se encuentra la contenida en 

el articulo a comentario, a un supuesto que no se estableció 

expresamente en las capitulaciones matrimoniales, como lo fue 

la obligación por el socio administrador de rendir cuentas de 

los bienes de la sociedad conyugal máilime que si únicamente 

se aplicaran los artículos 203 y 204 del Código Civil y no el 

articulo 2716, por remisión del articulo 163 del Código Ci-

vil, se dejarla en estado de indefensión • a la contraparte quo 

se vería supeditada a los inventarias, pagos de créditos, 

devolución que le hiciere su conyuge,•ete..„ que éste quisiere 

manifestarle, pues la mera condena a la disolución y liquida-

ción de la sociedad conyugal seria legalmente insuficiente 

porque, como ya quedó de _manifiesto, .al.haber:designación en 

las capitulaciones matrimoniales de un socio administrador, 

ante tal supuesto, se encontró obligado a rendir cuentas de 

la administración de los bienes de la sociedad conyugal, de 

conformidad con los preceptos citadas, .independientemente de 

la obligaCión de acatar lo dispuesto por los artículos 203 y 

204 de ese cuerpo de leyes, que regulan la forma de disolver 

y liquidar la sociedad conyugal." Amparo en revisión 1453/8S. 

Juan Zurita Lagunes. 12 de enero de 1989. Unanimidad de vo-

tos. Ponente: José Rojas Aja. (33) 

2.3.3. Suspensión, cesación y disolución de la Suciedad 



Conyugi. 

Toda ve,: que el 	dominio elc 	117)1,2 bienes rey,pdc en Ambo 

cónyuges mientras subsista la sociedad, 01 Codign Civil vi-

gente prevee las causas de suspensión de la sociedad conyu-

gal. Al efecto soIala gue la sentencia que declare la ausen-

c'a de alguno do los cónyuges, modifica o suspende la socie-

dad conyugal (art. 195). Ya sea para suspender sus efectos 

mientras dure la ausencia o en lo que se refiere a la admi-

nistración, ya que la declaración de ausencia no es cause por 

si sola de terminación de la sociedad. La sentencia puede ser 

titulo fundatorio de la demanda que presente el cónyuge no 

ausente, para obtener el divorcio (34). Agrega en su numeral 

696, que la declaración de ausencia interrumpe la sociedad 

conyugal a menos que en las capitulaciones se haya estipulado 

que continúe y en este orden de ideas, en el articulo 704,  es_ 

tablece que si el cónyuge ausente regresa o se probare su 

existencia, quedará restaurada la sociedad conyugal. 

Por lo que hace a la cesación, el articulo 196 del mismo 

ordenamiento declara que el abandono injustificado por más de 

seis meses del domicilio conyugal por uno de los cónyuges, 

hace cesar para él, desde el día del abandono, los efectos de 

la sociedad conyugal en cuanto le favorezcan, (esto es que 

subsisten sus obligaciones y cesan sus derechos); y.éstos no 

podrán comenzar de nuevo sino mediante convenio expreso. 

Es importante distinguir la cesación de la suspensión, 

pues en ésta última debe realizarse un inventaria y adiudi~ 



Conyugal. 

Toda vey que e 	dominio de 	101-: bienes r.2,,J.Ide c^ awuos 

cónyuges mientras subsista la sociedad, el Código Civil vi-

gente preveo las causas de suspensión de la sociedad conyu-

gal. Al efecto stAala que la sentencia que declaro la ausen-

cia de alguno de los cónyuges, modifica o suspende la socie-

dad conyugal (art. 195). Ya sea para suspender sus efectos 

mientras dure la ausencia o en lo yuc se refiere a la adm 

nistración, ya que la declaración de ausencia no es causa por 

si sola de terminación de la sociedad. La sentencia puede ser 

titulo fundatorio de la demanda que presente el cónyuge no 

ausente, para obtener el divorcio (34). Agrega en su numeral 

698, que la declaración de ausencia interrumpe la sociedad 

conyugal a menos que en las capitulaciones se haya estipulado 

que continúe y en este orden de ideas, en el articulo 704 es-

tablece que si el cónyuge ausente regresa o se probare su 

existencia, quedará restaurada la sociedad conyugal. 

Por lo que hace a la cesación, el articulo 196 del mismo 

ordenamiento declara que al abandono injustificado por más de 

seis meses del domicilio conyugal por uno do los cónyuges, 

hace cesar para él, desde el dia del abandono, los efectos de 

la sociedad conyugal en cuanto le favorezcan, (esto es que 

subsisten sus obligaciones y cesan sus dereChos); y éstos no 

podrán comenzar de nuevo sino mediante convenio expreso. 

Es importante distinguir la cesación de la suspensión, 

pues en ésta última debe realizarse un inventario y adJudi- 
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carea los bienes entre el enr,Tic -te presente y los herederos 

del ausente, lo que supone una verdadQra terminación del ré-

gimen social el cual sólo se restaura al C1 ausente aparece. 

Mientras que en la cesación la sociedad continua con una sola 

variante, los efectos gananciosos, o en términos generales de 

beneficios, no se incrementarán en los derechos del cónyuge 

culpable, quien si continua sujeto a las responsabilidades 

inherentes (35). 

La sociedad conyugal puede terminar durante el matrimo- 

oio cuando asi lo convengan los Cónyuges, adoptando el régi-

men de separación de bienes, o a petición de alguno de los 

cónyuges debido a que el socio administrador, por• su notoria 

negligencia o torpe administración, amenaza arruinar a su 

consocio o disminuir considerablemente los bienes; cuando es-

te sin el consentimiento expreso de sti cónyuge realice cesión 

de bienes pertenecientes a la sociedad conyugal a sus acree-

dores; si el socio administrador es declarado en quiebra o 

concurso o por cualquiera otra razón que lo justifique a jui-

cio del órgano jurisdiccional competente. También puede 

concluir por nulidad, por muerte de alguno de les cónyuges, 

por divorcio o por sentencia que declare la presunción de 

muerte del cónyuge ausente (arta. 188 y 197 C.C.). 

En el supuesto de que la sociedad termine por nulidad 

del matrimonio, ésta se considerará subsistente hasta que se 

pronuncie sentencia ejecutoria si los dos cónyuges hubieren 

procedido de buena fe. Cuando sólo uno de ellos hubiera obra- 
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carse los bienes entre el u:wlserte presente y los herederos 

del ausente, lo que supone una verdadara terminación del ré-

gimen social el cual sólo oc restaura si el ausente aparece. 

Mientras que en la cesación la sociedad continua con una sola 

variante, los efectos gananciosos, o en términos generales de 

beneficios, no se incrementarán en los derechos del cónyuge 

culpable, quien sl continua sujeto a las responsabilidades 

inherentes (35). 

La sociedad conyugal puede terminar durante el matrimo-

nio cuando así lo convengan los cónyuges, adoptando cl régi-

men de separación de bienes, o a petición de alguno de los 

cónyuges debido a que el socio administrador, por su notoria 

negligencia o torpe administración, amenaza arruinar a su 

consocio o disminuir considerablemente los bienes; cuando és-

te sin el consentimiento expreso de su cónyuge realice cesión 

de bienes pertenecientes a la sociedad conyugal a sus acree-

dores; si el socio administrador es declarado en quiebra o 

concurso o por cualquiera otra razón que lo justifique a jui-

cio del órgano jurisdiccional competente. También puede 

concluir por nulidad, por muerte de alguno de las cónyuges, 

por divorcio o por sentencia que declare la presunción de 

muerte del cónyuge ausente (arts. 188 y 197 C.C.). 

En el supuesta de que la sociedad termine por nulidad 

del matrimonio, ésta se considerará subsistente hasta que se 

pronuncie sentencia ejecutoria si los dos cónyuges hubieren 

procedido do buena fe. Cuando sólo uno de el tos hubiera obra- 
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do 	buena fo, la socii.?dad suolatirá Uambibn ha5LJA que can- 

sn c--r7::to la ~tenc a, 	icyclpre y cuando su continuación fuu- 

re faveable para el cónyuge quo procedió de buena fe, en ca-

so contrario se considera nula la sociedad dosde el principio 

(arts. 199 y 199). Consecuentemente el consorte que hubiere 

obrado de mala fe no tendrá participación en las utilidades y 

éstas se aplicarán a los hijos, y si no los hubiere, al 

cónyuge inocente (art. 201). 

De igual forma, si ambas cónyuges hubieren procedido de 

mala fe, la sociedad se considerará nula desde la celebración 

del matrimonio, quedando en todo caso a salvo los derechas de 

un'tercero que tuviere contra el fondo social (art. 200). Y 

en este caso, las utilidades so aplicarán a los hijas, y si 

no las hubiere, se repartirán en proporción de lo que cada 

consorte llevó al matrimonio (art. 202). 

Para la terminación de la sociedad, se devolverá a cada 

cónyuge lo que llevó al matrimonio, y el emcedentp, si lo hu-

biere, se dividirá entre los consortes en la forma convenida 

2.4. Liquidación y partición. 

La liquidación de la saciedad conyugal es un conjunto de 

operaciones encaminadas a determinar las gananciales y regla-

mentar el pasivo social, previa reintegra a las cónyuges de 

sus bienes prop os y pago de lo que por concepto de recompen-

sa se les debe. Esta se divide en varias fases: 



a) F,-ALLI6I1 dP 1.1P:COtt-irtU. y 	tasación do los bienes. Son 

operaht.nnes prollminares do elrdun y soquridad que tienden a 

establecer o determinar los bienes que han do partirse y su 

valor. 

b) Formación de la masa partible o acervo líquido. Com-

prendo la formación del acervo bruto, la deducción de los 

bienes propios y payo  do las recompensas adeudadas' a las 

cónyuges y lo deducción del pasivo común. 

e/ División del activo y del pasivo común entre los 

cónyuges o sus herederos. 

Deben realizar el inventario los cónyuges o en su caso 

el cónyuge sobreviviente y los herederos del otro, salvo pac-

to en contrario. 

En el inventario se incluirá una relación detallada de 

todos los bienes que forman el acervo camún, tanto los apor-

tados por los consortes como los gananciales, aul como lista 

pormenorizada de las deudas a cargo de la sociedad. En ningún 

caso se incluirá el lecho, los vestidos ordinarios y las ob-

jetos de uso personal. 

Terminado el inventario, se pagarán los créditos que hu-

biere contra el fondo social. 

Respecta a las recompensas, éstas consisten en las 

indemnizaciones con las que mama Social está obligada para 

con los cónyuges y viceversa, por concepto de fondos propor-

cionados en beneficio eNclusiva de uno de los consortes o que 

en caso contrario haya sido uno de los cónyuges el que haya 



solvrntado deudas 

Pagadas las deudas, sr devuelve a cada cónyuge lo lleva-

da al matrimonio y 21 remanlante sera considerado como util 

dad y constituirá la masa partible, esto es, cuando se trata 

de una saciedad de gananciales, pues en la universal todo es 

partible, excepto los bicfles personal1simos. 

La proporción de los gananciales que a cada consorte co-

rresponde a la partición debe determinarse de manera expresa 

en las capitulaciones pero como esto rara voz sucede, la Su-

prema Corte de Justicia de la Nación establece que la divi-

sión se haga por mitad entre los consortes o sus herederos, 

independientemente del importe de las bienes que cada uno de 

los cónyuges haya aportado al matrimonio o adquirido durante 

él. 

Finalmente en la que respecta a la administración del 

patrimonio social en liquidación, deberá realizarse con el 

acuerdo unánime de los cónyuges o de uno de éstos con los he-

rederos del otro pues si uno solo lo hiciere sin el consenti-

niento del otro se le considerará como un simple gestor de 

negocios (36). 

2.5. Separación de bienes. Concepto. 

El régimen de separación de bienes es aquél en virtud 

del cual cada uno de los cónyuges tiene ón forma egclusiva el 

dominio y administración de los bienes yuc le pertenecen asi 

como sus frutos y accesiones incluyendo 	el producto de su 
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trabajo. 

Nuestro Códillo Civil ha previsto una ferina para la cre - 

ción del régimen de separación de bienes durante el matrimo-

nio, en su articulo 207, establece que puede haber separación 

de bienes en virtud de capitulaciones anteriores al matrimo-

nio o durante éste por convenio de los consortes, a bien por 

sentencia judicial. 

Consideramos que eiste separación de bienes por dispo-

sición legislativa en el caso del matrimonio nulo absoluto, 

contra/do de mala fe par ambos cónyuges; en los términos del 

articulo 261 del Código Civil, ya que el régimen patrimonial 

aplicable es el de separación de bienes como una sanción del 

legislador a su indebido proceder 137). 

La separación judicial surge en la legislación como una 

medida represiva a los afectos de hechos irregulares atribui-

dos a uno de los consortes (art. Dm). Nace,  ésta durante el 

matrimonio y como consecuencia de la declaración judicial de 

terminación de la sociedad conyugal o a causa de suspensión 

de la sociedad conyugal como resultado de la declaración de 

ausencia de uno de los consortes o como corolario' a la cesa-

ción de los efectos de la comunidad par abandono injustifica-

da (art. 196). 

Por otra parte, cabe seZalar que la separación puede ser 

absoluta o parcial, originándose un sistema mixto.. 

Es absoluta cuando la admnistración y dominio de todos y 

cada uno de las bienes adquiridos con anterioridad al matri- 
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monja o durante 5stei,  correspondo en (1, clusiva al cÓnyuge quc 

le pertenece respectivamente. Y parcial cuando la ~ración 

no incluya todos los bienes do cada consorte, os decir, sea 

referida sólo a ciertos bienes por lo que se considera que se 

pacta el sistema de sociedad conyugal para determinados bie-

nes y el de separación para otros. 

Si la separación absoluta se constituye desde el inicio 

del matrimonio, cada cónyuge conservará la propiedad, el goce 

y la administración de todos sus bienes, los cuales conse-

cuentemente tienen el carácter de propias y las deudas son 

personales. Pero si la separación surge durahtc el matrimo-

nio, el efecto es diferente, pues entonces se atribuye a par-

tir de ese momento la exclusividad..en la adminittracion, goce 

y propiedad de los bienes debiendo previamente •proceder a la 

liquidación y disolución de la sociedad conyugal, con su.co-

rrespondiente división dederechos y •obligaciones. 

Ahora bien, en virtud de la comunidad de vida de los 

cónyuges aún habiéndose adoptado el régimen de separación de 

bienes se presenta 'confusión en virtud de la posesión común 

de sus bienes y ..en ocasiones del aprovechamiento y goce de 

loS•mismos. Este problema•se agUdiza cuando se pretende dell-• 

mitar los bienes que le son.. propios a cada cansarte o •cuando. 

existe oposición de uno • de• los consortes para que el otro 

disponga de algún bien en• especifico •o • en el •Momento•en que • 

un acreedor de uno de los cónyuges pretende gravar .algún bien 

cuya propiedad es reclamada por el otro consorte.. 
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En ta/es condiciones y tratándose de bienes muebles de 

fácil Identificación deberá estarse a los documentos justifi-

cativos dr su propiedad, tales como facturas siempre y cuando 

contengan fecha indubitable pero en caso de no poder estable-

cer la propiedad de determinado bien, se considerará a ambos 

como propietarios en partes iguales acorde a lo dispuesto por 

el artículo 20 del Código Civil, pues esta solución parte de 

la presunción de que los bienes sr adquieren por colaboración 

independientemente del régimen de que se trate (39). 

Como ya anteriormente hemos sellíalado se afirma que la 

separación de bienes, más que constituir un régimen es la au-

sencia de él (39), pero nosotros coincidimos con el doctor en 

derecho Sergio T. Martínez Arrieta (40), en el sentido dé que 

la separación de bienes es una consecuencia legal, forzosa e 

integrante de la institución jurídica del matrimonio pues es 

el resultado de la manifestación de voluntad de los cónyuges 

respecto a la forma de administrar sus patrimonios respecti-

vos y en este supuesto a diferencia de la situación que pre-

valece en relación a los patrimonios existentes antes de la 

celebración de las nupcias, ya interviene el interés público 

y pesa sobre los patrimonios respectivos la satisfacción de 

las cargas matrimoniales, situación que no existe con ante-

rioridad al matrimonio. 

Finalmente en lo que respecta á la forma, las capitula-

ciones de la separación de bienes no' requieren escritura pú-

blica para su validez, siempre y cuando se hayan pactado 
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antes de la celebración del matr MODID, Lj;~:i cal documci c 

privado en el que se consigno cal cunvemio cbw debe arompa,ac 

e la solicitud de matrimonio conforme al articulo 90 frw:cimn 

V del Código Civil. Sin embargo, si su pacta durante el ma-

trimonio, deberán observarse las formalidades u:: idos por 

la transmisión de los bienes de que se trate, en el supuesto 

de que a cada cónyuge se le transmitirán los bienes inmuebles 

que hubieren sido comunes. 

Además de los requisitos antes señalados, las cap tula-

clanes que establezcan separación de bienes contendrán un 

inventario de los bienes de que sea dueZe cada esposo al ce-

lebrarse el matrimonio y nota especificada de las deudas que 

al casarse tenga cada consorte, lo que en la práctica emcep-

Cionalmente se cumple pues la generalidad de los pretendien-

tes no cumplen con el requisito de realizar un inventario, lo 

que afortunadamente no reviste gravedad en la inmensa mayoría 

de los casos. 

Por tanto para concluir, insistimos tratándose del régi7 

Men de separacIón de bienes absoluto, no hay repartición de 

patrimonio ni de pasivo. 

2.5.1. Administración. 

Como ya hemos establecido, a la separación de 

conjunta la de su administración pues en este régimen cada 

cónyuge administra y dispone de sus bienes gozando de ellos 

libremente en tanto no sea contrario a derecho. 



(t' 	I 	I '...111C/ (10 	 11)11c, 1 tit1(:‘... It honorario 

<i 1 cuna p0 los servicios personales de asistencia o consejo 

gur se presten, sin embar-do, cuando uno de los cónyuges se 

hace cargo de lo administración de los negocios del otro, el 

que administra si tiene derecho a retribución. 

De igual modo serán propios de cada consorte los:; bienes 

que en lo personal adquieran por cualquier concepto pero los 

obtenidos en común por donación, herencia, legado o por cual-

quier otro titulo gratuito o don de la fortuna, serán admi-

nistrados por ambos o por uno de ellos con acuerdo del otro 

sujetándose a las reglas del mandato. 

En relación al usufructo legal, el articulo 217 del c 

tado ordenamiento estipula que el marido y la mujer que ejer-

zan la patria potestad se dividirán entre sí, por partes 

iguales, la mitad del usufructo que la ley les concede por lo 

quo conforme a los artículos 428, 429, 430 en relación con el 

319 del Código Civil, el régimen de que se trata se extiende 

también al usufructo legal que corresponde a los que ejercen 

la patria potestad sobre la mitad de los bienes de sus 

descendientes que no hayan sido adquiridos por: virtud del 

trabajo de éstos últimos. Debiendo destinarse dicho usufructo 

preferentemente a los alimentos de esos menores y sólo en ca.' 

so de que éstos queden satisfechos, podrán los que ejerzan lo 

patria potestad dividirse el excedente en los términos sola- 

lado!, Por el disPositivC 217. 



2.5.2. Terminación y liquidación de la separación de hieres. 

La 5213,M C7.1()fl 	 111.nj fffYJI-IfP 

por voluntad de 	s can 	 1.(t11". r r tu rd.a 

ciedad conyugal o bien puede terminar po disoluGion del vin-

culo matrimonial. 

Concluida la separación de bi(.2nes cada cónyuge absorbe 

las erogaciones que por concepto de cargas matrimoniales haya 

realizado durante el matrimonio. 

Sólo serán e;:igibles los créditos que directamente tenga 

un cónyuge contra otro, por concepto diverso a la carga ma-

trimonial. 

2.5.3. Ventajas y desventajas. 

La separación de bienes como todos lo,  sistemas presenta 

ventajas y algunos inconvenientes, por lo que sin basarnos en 

un supuesto en concreto, señalaremos cuáles son éstas (41). 

a) Conserva la independencia y la libertad económica de 

los cónyuges. Si bien como se desprende de la exposición de 

motivos de la Ley de Relaciones Familiares del 12 de abril de 

1917 (42), misma que conjuntamente con los Códigos Civiles de 

1870 y 1084, sirvieron de base para nuestra actual legisla-

ción, el legislador pretendió con este sistema proteger a la 

mujer concediéndole cierta igualdad de derechos y en nuestra 

legislación actualmente, pleno ejercicio de su capacidad ci-

vil permitiéndole administrar y disponer libremente de GUSi 

bienes do tal suerte su 	el marido se ve inpesibilitado para 
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man rea112.ado por los con,:nrl,-.,s redundc en beneficio de uno 

solo de ellos, como sucede en los casos un que los blanes ad-

Tbrides durante el moti-imenio 55L.  050 r Luran a nombre de uno 

solo. nsimismo este régimen puede prestarse a un fraude por 

parte de los consortes para con los terceros contratantes. Y 

abundando aún Más, si tenemos presente que la realidad social 

mexicana nos ha mostrado que en la nevería de los casos, el 

hombre es quién realiza alguna actividad o profesión que lo 

reditua un ingreso sea por concepto de sueldo u honorarios o 

cualquier otro, generando ingresos líquidos para satisfacer 

las cargas matrimoniales y la mujer permanece en el hogar 

desempeñando las labores propias de éste, atendiendo y cui-

dando de los hijos en su educación y desarrollo por lo que en 

estas circunstancias la esposa no tiene oportunidad de inver-

tir su tiempo en hacer producir sus bienes propios o de gene-

rar riqueza pecuniaria. Y aun más, consideramos que la sepa-

ración de bienes, no puede ser utilizada por los cónyuges con 

plena independencia, pues este hecho provocarla no sólo la 

separación de los bienes sino que desencadenarla en rompi-

miento del vinculo matrimonial. 

h) Impide la transmisión de riesgos entre los patrimo-

nios de los consortes que por actos realizados por uno de 

ellos, perjudique en forma directa los intereses., del otro 

obstaculizando que los acreedores de un consorte hagan efec- 
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juicio de éste. No 	5f? 	tr trr11-..,  coi),  t 	tIr 	 I 	in 

bienes incromentandose el patrimonio de uno de Ion cnnyogo 

provocando la insolvencia del otro en p.rjo1i0 de los 

dores de éste; pues en dicho caso tal sitema no rs recomen-

dable ya que aparte de no obtoner^se los resultados persegui-

dos por constituirse en fraudr de acreedores dando origen con 

ello a la acción pauliana o la acción declarativa de simula-

ción, si uno de los cónyuges es ajeno a la relación crediti-

cia, se verla sujeto a acciones civiles con todas sus conse-

cuencias inherentes. 

Concluyendo, si antes de la celebración de las nupcias o 

en el presente no existen acreedores de los cónyuges, resulta 

recomendable la adopción de este régimen matrimonial a efecto 

de no comunicar riesgos. 

e) Evita la problemática que surge con la separación de 

los cónyuges. Si bien es cierto que los pretendientes al ce-

lebrar el matrimonio utópicamente no preveen la disolución 

del mismo ya que esto resultaría ilógico, en la práctica la 

hipótesis puede realizarse. 

d) Aleja del objeto del matrimonio el interés económico. 

e) Delimita los patrimonios de cada cónyuge evitando la 

confusión de los mismos en perjuicio de los acreedores ali-

muntistas. 

f) Elude las dificultades de la liquidación, como son 

las de realizar inventario y partición de la masa social, m 



xime si como se acotumbra, 	los consortes no realizaron 

inventario al momento de contituir la socirdad, aunque no se 

evade en su totalidad la contusien de los bienes muebles, da-

da la comunidad de vida. 
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CAf' I TLIL.O 	1 1 I. 

CONTRATACION ENTRE CONSORTES 



. tp es,. resultarán nulas si 	comprenden la totalidad de los . 

3.1. Donación. 

La donación utS un con pa Lo pul' e / 	(4U17' una 

transf OrQ a otra, gratuitamente, una parte e la totalidad ue 

sus bienes presentes, se /laman donaciones antenupcial% a 

las que antes del matrimonio realizan entre sí los preten-

dientes, asimismo son también donacionos antenupciales las 

que un tercero hace a uno o a ambos de los futuros cónyuges 

en consideración al matrimonio. 

Con anterioridad a la codificación civil mexicana, las 

donaciones antenupciales eran conocidas con los nombres de 

donaciones esponsálicas y de arras (1). 

Aún cuando sean supletoriamente aplicables a las dona-

ciones antenupciales las reglas de las donaciones comunes, 

éstas presentan algunas diferencias. 

Según el Código Civil en su artículo 221, las donaciones 

antenupcialos entre esposos aunque fueren varias, no podrán 

exceder reunidas de la sexta parte de los bienes del donante. 

En exceso la donación será inoficiosa. Y acorde al articulo 

223 del mismo cuerpo de leyes, para calcular si es inoficiosa 

una donación antenupcial, tienen el esposo donatario y sus 

herederos la facultad de elegir la época un que se hizo la 

donación o la del fallecimiento del donante. 

Así, conforme al artículo 222 del citado ordenamiento, 

las donaciones antenupciales hechas por un extraño, serán 

inoficiosas en los términos en que lo fueren las comunes es- 



bienes del donante, si 	 oo reserva en propiedad o en 

usufructo lo necesario para vivir soyun 5W5 circunstancias o 

bien serán inoficiosas en cuanto perjudiquen la obligación 

del donante de ministrar alimentos a aquellas personas a 

quienes los debe conforme a la ley. 

Sin embargo, si al hacerse la donación no se formó 

inventario de los bienes del donador, no podrá elegirse la 

época en que aquella 5r otorgó. 

Contrariamente a lo dispuesto respecto de las donaciones 

comunes, las donaciones antenupciales no necesitan para su .  

validez y perfección de aceptación ~t'esa, quedando obligado 

el donador desde el mismo instante en que la donación e$ 

ofrecida. 

Asimismo conforme a los artículos 226 y 227 del Código 

Civil las donaciones antenupciales no se revocan por superve-

niencia de hijos al donante o por ingratitud a no ser que el 

donante fuera un tercero y la donación haya sido hecha a am-

bos esposos y los dos resultaran ingratos. 

No obstante, se dispuso en el articulo 228 que las dona-

ciones antenupciales son revocables y se entienden revocadas 

por el adulterio o el abandono injustificado del domicilio 

conyugal par parte del donatario, cuando el donante fuere el 

otro cónyuge. 

Con relación a los menores, se establece que éstos pue-

den hacer Oonaciones antenupciales, poro sólo con interven-

ción de sus padres o tutores o con aprobación judicial. 



Por otra parte, toda ve-.!. que las deeacinne antcnnpcia-

les so realizan con motivo :191 matrimanrcr, oi é.!:ty.  no 1P)gare 

a celebrarse, éstas quedarán sin efecto (art, 230), y los 

prometidos tienen derecho a 	r la devolución de lo que ao 

hubieren donado con motivo del matrimonio, derecho que durará 

un ala, contado desde el rompimiento de los esponsales (art. 

145). 

De la misma forma, y a pesar de yue dentro del capitulo 

de las donaciones antenupciales no so hace refererencia al 

respecto, en el supuesto de que el matrimonio se
•  
celebre pero 

posteriormente sea disuelto par nulidad, en el capitulo de 

las matrimonios nulos e ilícitas se dispone que: 	Las 

hechas por un tercero a los cónyuges podrán ser revocadas; 

Las que hizo el cónyuge inocente al culpable quedarán sin 

efecto y las cosas que fueron objeto de ellas se devolverán 

al donante con todos sus productos; III. Las hechas al ino-

cente por el cónyuge que obró de mala fe quedarán subsisten-

tes; IV. Si las dos cónyuges procedieran de mala fe, las do-

naciones que se hayan hecho quedarán en favor de sus hijos. 

Si no los tienen, no podrán hacer los donantes reclamación 

alguna con motivo de la liberal.idad." (2) 

Finalmente por lo que hace a las suerte que deben correr 

las donaciones antanupciales cuando el vinculo matrimonial es 

disuelto por divorcio necesario, el articulo 266 del Código 

Civil rehala que el cónyuge que diera causa al divorcio per.-

dora todo lo que su consorte o un tercero le hubiere dado o 



1(11‘! 	er, 
	 1, purel ,:.ányuge Inocente 

conrvae:',  Itp 1J?(..d.)1d, 	y 	r).))))-J, 	1-,)): 1~1J) 	)0 	p¿:ktado en SU 

prcw;.2cho. 

rneantu a las donacienez: entre consortGs, éstos pueden 

rpalizaria siumpro cpw nv.) SAri Gimtparlala ^ las capitulacio-

OPES marimoniale, n) petjudlquen el ~echo dc los acreedo-

ras alimentistas. Los consurts donantes pueden revocarlas 

mientras subsista el matrimonio, cuando exista para ello cau-

sa justificada a juicio del juez por lo quo sólo se confirman 

con la muerte del donante. 

Las donaciones entre consortes no se anularán por sobre-

venir los hijos; pero se reducirán cuando sean inoficiosas en 

los mismos términos que las comune5. 

A diferencia de las donaciones antenupcialcs, éstas si 

requieren de aceptación expresa, con las formalidades reque-

ridas para las donaciones commnes. 

En caso de nulidad del matrimonio sy aplica por analogía 

el articulo 262 antes citado pero si el vinculo matrimonial 

se disuelve por divorcio necesario, acorde a lo expresado por 

el también citado articulo 2E16, el cónyuge que diera causa a 

él perderá todo lo que se le hubiere donado y el inocente 

conservará lo recibido. 

3.2. Compraventa. 

En relación a este contrato, el articulo 176 del Código 

Civil vigente para el Distrito Federal conSigna que los con- 
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yuga,  stSlia pueden celebrar contrato dc ‘:aalpraonla unncla han 

adoptado el rógimen de separación de bione,:t. 

Lo anterior según opinión compartida, porque no 	puode 

adquirir lo quo ya so tirana adquirido (3). 

fll 	MMMMM nos Arriero, Srrpro T. fl rfrrIrrn p ..... rwirl J.1 rrrrárunla en Sérico. 949444. edición, cu— 

rrrrr dr y .4...t. dr. Id....... Porra., O. A., Adirlco, 1903. p. 721. 

(7) Cddlqo Civil per. fi Distrito Frderal. 43r, mdiclAr. fdlt4r141 Porrd4, S. A., N4r1c0, 1994, p. 92. 

(7) 	 ~1.110, ...... T. Op. ere. p. 224. 



CAPITULO I V. 

PROBLEMATICA EXISTENTE EN LOS ACTUALES REGIMENES 

PATRIMONIALES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
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4.1. Plantamiento del problema. 

Dentro del tema que nos ocupa, en la legislación vigente 

se persigue como fin principal el de garantizar la seguridad 

jurídica entre los consortes can relación a sus bienes, de 

tal manera que la certeza en cuanto al régimen queda definida 

al momento de celebrar el matrimonio. Sin embargo, la regla-

mentación detallada dispuesta en el articulo 98 fracción V 

del Código Civil para el Distrito Federal en relación con al 

189 y 211 del mismo ordenamiento, que asienta que al escrito 

de solicitud de matrimonio se acompañe entre otros, el conve-

nio que los pretendientes deberán celebrar con relación a sus 

bienes presentes y futuros y que no puede dejarse de presen-

tar este convenio ni con el pretexto de que los pretendientes 

carecen de bienes, pues en dicho caso deberá versar sobre los 

que adquieran durante el matrimonio, recalcando la obligación 

del juez del Registro Civil de explicar a los interesados to-

do lo que necesiten saber a efecto de que el convenio quede 

debidamente formulado, asi como los requisitos que deberán 

llenar las capitulaciones matrimoniales en que se establezca 

la sociedad conyugal o la separación de bienes; sufre una 

aplicación viciada, pues en la práctica, por costumbre .y para 

abreviar trámites y quizá esfuerzo, los jueces del Registro 

Civil omiten cumplir con la obligación que les impone la ley 

especificamente en la fracción , V del articulo 96 del Código 

Civil y 11 fracción VII del Reglamento del Registro Civil del 

Distrito Federal, a fin de que los pretendientes estén coma- 
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cimte,:, do! ,agoificado y alcance det convenio patrimonial; 

limitándose a entregarles una forma previamente elaborada de 

capitulaciones matrimoniales la que generalmente corresponde 

al régimen de sociedad conyugal, por lo que en tales circuns-

tancias los contrayentes en su mayoría ignorantes dc esta si-

tuación se obligan sin prever las consecuencias pues en esos 

momentos se conducen más por sus sentimientos que por su ra-

ciocin o, y os cuando la cordialidad y la armonía se alejan 

de la vida en común que caen en la cuenta de la importancia y 

trascendencia de dicho acto. 

En lo que respecta al régimen de sociedad conyugal sus 

principales inconvenientes derivan de la falta de capitula-

ciones que como ya señalamos es en gran medida consecuencia 

de la inobservancia de sus obligaciones por parte del juez 

del Registro Civil y de disposiciones expresas en lo corres-

pondiente. Y que son a saber: 

a) La falta de capitulaciones en las que se especifiquen 

los bienes que los cónyuges llevan al matrimonio asi como las 

deudas por las cuales han de responder en lo particular y por 

las cuales responderá la sociedad, provoca que los cónyuges 

que contraen matrimonio bajo el régimen de sociedad conyugal 

lo hagan con la falsa creencia de que en forma automática se 

hacen dueNos por mitad de todos los bienes que Poseen al mo-

mento de contraer matrimonio, y en este mismo sentido debido 

a su ignorancia no determinan si la sociedad ha de responder 

por deudas de los cónyuges anteriores al matrimonio, o Ónica- 
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mente responderá por 	contraida!: pul- uno o amb(m, cOnyulus 

con posterioridad a la celubracLen do las nupcias. U estu 

respecto coincidimos con el maestro Martínez Mrrieta (li, en 

que la sociedad está obligada a responder de las deudas 

contraidas por ambos cónyuges, debiendo pactar en cuanto a 

las contraídas por uno solo de ellos después do celebrado el 

matrimonio y que es meramente facultativo el pago de las 

anteriores. Por lo que se hace manifiesta la necesidad de le-

gislar al respecto. 

b) En este mismo sentido, el juez del Registro Civil ja-

más pregunta a los contrayentes si tienen algún bien inmueble 

no obstante de que les proporcionan formas previamente elabo-

radas de capitulaciones que corresponden a la sociedad conyu-

gal en las que éstos asientan que la sociedad comprenderá 

tanto los bienes de que san propietarios en el presente como 

los que adquieran en el futuro, provocando con ello conflic-

tos pues si los esposas se transmiten la propiedad de bienes 

que requieren como formalidad el otorgamiento en escritura 

pública, la traslación no será válida frente a terceros por 

no haberse cumplido con los requisitos de forma contenidos en 

el Código Civil y en la Ley del Notariado. De esta guisa, y 

en atención al incumplimiento de las formalidades al momento 

de otorgar las capitulaciones, ha surgido la siguiente tesis, 

que a la letra dice: "CAPITULACIONES MATRIMONIALES, FORMALI-

DADES DE LAS. Las capitulaciones matrimoniales otorgadas en 

escrito privado tienen plena validez entre las partes que las 
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celebraron, aun en el caso que, por la naturaleza de los bie-

nes que los cónyuges se hayan hecho participes, dicho conve-

nio deba constar en escritura pública; esto se explica en ra-

zón de que tal formalidad tiene por finalidad principal la 

protección de intereses de terceros, de manera que la falta 

de la misma no puede privar el acto de producir efecto con 

respecto a quienes lo celebraron." A.D. 2139/1971. Cándido 

Ballesteros Reyes. Enero 21 de 1972. Unanimidad de 4 votos. 

Ponente: Mtro. Rafael Rojina Villegas (2). 

Consecuentemente, como hemos visto los tribunales fede-

rales ya han resuelto al respecto, es decir, las capitulacio-

nes celebradas sin las formalidades necesarias surtirán sus 

efectos entre los cónyuges no asi frente a terceros, pero 

ello no evita que se deba acudir a los tribunales para resol-

ver los conflictos que ante el incumplimiento de las obliga-

ciones por parte del juez del Registro Civil surjan. 

c) De igual modo, la falta de disposición ezpresa en la 

ley que establezca que si bien los cónyuges son copropieta-

rios al cincuenta por ciento de los bienes gananciales, salvo 

pacto en contrario, éstos no pueden disponer de su parte para 

cubrir deudas personales o darles cualquier otro destino, si-

no una ve: disuelta y liquidada la sociedad conyugal pues es., 

indebido estimar que el cincuenta por ciento de los biones 

puede ser embargado por deudas de una de los cónyuges ya que 

esta cantidad es improbada e improbable; originando que uno 

de Estos se convierta en 	víctima de abuso o de delito por 
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parte del otro, debido e su ignorancia- Lo anterior 	ha 

puesto de manifiesto en la tesis publicada bajo el rubro de: 

"SOCIEDAD CONYUGAL. INCONSTITUCIONALIDAD DEL EMBARGO ADMINIS-

TRATIVO DE SUS BIENES, ANTES DE QUE EXISTA LA LIQUIDACION DE 

LA SOCIEDAD. Como en los términos del articulo 183 del Código 

Civil la Sociedad Conyugal se rige por lo convenido en las 

capitulaciones respectivas y complementariamente por las dis-

posiciones relativas al Contrato de Sociedad, es claro que, 

si el artículo 2728 del Ordenamiento establece la forma en 

que debe hacerse la liquidación, como consecuencia de lo man-

dado en él, tiene que admitirse que mientras no se liquide la 

sociedad, es indebido estimar que el 50% de los bienes puede 

ser embargado por deudas de uno de las cónyuges, y por ello, 

ya que en esas condiciones, aun esta cantidad es improbada e 

improbable." Juicio de amparo promovido por Maria Cristina 

Cerezo Campa de Orozco, contra actos del Secretario de Ha-

cienda y Crédito Público y otras autoridades. 1364/958/2o. 

Agosto 27 de 1958. Unanimidad de 5 votos. Ponente Mtro, Al 

fonso Francisco Ramírez (3), Consecuentemente, resulta 

inconveniente, que se permita a los acreedores por deudas 

.personales perseguir el patrimonio común, aún cuando esa 

posibilidad se limite a 14 parte del deudor en le comunidad, 

aunque se imponga la previa excusión de los bienes propios, 

solución que consideramos deficiente, ya que permite a terce- 

ros obtener la división anticipada total o parcial dr la co-

munidad. 
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u. por otra parte, si bleh 	cierto qu;-2 la 5uprema Cor-

te de Justicia ya ha resuelle al respecto, estableciendo Ju-

risprudencia y a tin do evitar coutlictos al momento de li-

quidar la sociedad, seria muy recomendable la instrucción 

expresa en relación a los bienes ad9uiridos por uno Solo de 

los cónyuges por concepto de herencia, legado o donación, lo 

cual evitarla conflictos entre los consortes as) como cargas 

de trabajo a los tribunales. 

Para concluir, sellalaremos la problemática que se pre-

senta en los casos en que se adopta el régimen de separación 

de bienes, que en lo particular nos parece más grave y de 

controvertida solución que lo planteado en relación a la so-

ciedad conyugal. 

Cabe hacer hincapié en que la mayoría de les problemas 

expuestos, surgen de la falta dp capitulación por parte de 

los cónyuges al determinar el régimen al que se someten y "nol 

- de ellas es la confutión que se presenta respectp a la poo-: 

piedad del mobiliario y en relación a los ingresos y gastos, 

debido a la comunidad de vida, ya que no se puede concebir un 

hogar, en el que los cónyuges lleven una forma de vida propia 

y ajena al otro y en el que nada pertenezca a la pareja como 

tal, pues si bien adoptan dicho régimen queremos pensar que 

es por las ventajas que éste representa y no conducidos por 

sentimientos de egoísmo quo van eh contra del espíritu del 

matrimonio, al respecto pensamos que el siguiente pasaje de 

Geraldy, de su obra Toi, et moi (tuyo y mlo) (4) refleja lo 



que queremos ponl:Jr du manifito: 	 dici-s: 01 pino„ 

MIS rosas" y "TUS libros, TU perro..." Si tú mc ~1":35 

se hará bien, tú dirás: "LOS libros, EL perro..." y "NUESTRAS 

rosas." Por lo tanto, aún cuando los cónyuges adopten el ré-

gimen de separación de bienes, numerosos problemas jurídicos 

surgen y la ley ha de prevenirlos trazando un su caso princi-

pios supletorios en relación con los problemas pues no sólo 

resultan afectados los esposos sino también sus acreedores, 

en especial, los alimentistas. 

Por otra parte aunque no es nuestra intención hacer del 

presente trabajo un despliegue de feminismo irracional a 

nuestro juicio el principal problema que surge de la adopción 

de la separación de bienes se presenta cuando como es costum-

bre en la realidad social mexicana, no obstante que tengan 

una profesión u oficio, dada la ideología de antano que veni-

mos arrastrando los memicanos, la generalidad de lás Mujeres 

tienen que elegir entre trabajar y ser profesionistas o ser 

madres y amas de casa, debiendo permanecer en el hogar desem-

pelnando las labores propias de éste y al cuidado de las hi-

jos, siendo esta Intima alternativa la que impera en la mayo-

ría de las situaciones por lo que no tienen oportunidad de 

invertir su tiempo en hacer producir sus bienes propios a de 

generar riqueza pecuniaria lo que deja a la mujer en un esta-

do de desprotección y de insolvencia al sobrevenirse la diso-

lución del vinculo matrimonial pues ésta generalmente reper-

cute en un ambiente de discordia y un tal situación os lógico 
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102 cn ambos conyuge5, eistan rencores por lo que es muy di-

ficil pensar que el marido se preocupe por la situación en la 

que 1ued2 la mujer. 

En este orden de ideas, el Código Civil ofrece cierta 

soluciÓn tocante al desamparo en que queda la mujer al sobre-

venir el divorcio, as/ en su articulo 1819 del Código Civil 

para el Distrito Federal que establece que en los casos de 

divorcio necesario, el juez tomará en cuenta las circunstan-

cias del caso, entre ellas la capacidad para trabajar de los 

cónyuges, y su situación económica, sentenciando al culpable 

al pago de alimentos en favor del inocente y en los casos de 

divorcio por mutua consentimiento, la mujer tendrá derecho a 

recibir alimentos por el mismo lapso de duración del matrimo-

nio siempre y cuando no tenga ingresos suficientes, contraiga 

nuevas nupcias o se una en concubinato. Pudiéndose cumplir 

esta hipótesis para el varón si se encuentra imposibilitado 

para trabajar y carezca de ingresos suficientes, en tanto no 

contraiga nuevas nupcias o se una en concubinato. De lo 

anterior, se desprende que las necesidades básicas de la mu-

jer quedarán cubiertas sin embargo a nuestro juicio eso no es 

suficiente pues si ambos unieron sus esfuerzas y colaboraron 

conjuntamente desempeñando un rol y persiguiendo el cumpli-

miento de los fines del matrimonio, sean éstos un bienestar 

económico, mejoramiento dul nivel de vida, etc., justo seria 

que ambos participaran por igual de las beneficios obtenidos 

en conjunto. Pues si bien es cierto la mujer que se dedica a 
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atender el hogar no ingresa a irte liquide-: monetaria alguna, 

si ayuda en la administración y conservación de• lo ya adqui-

rido, y realiza actividades por las cuales no recibe remune-

ración alguna y que sin embargo, en caso de que fuera otra 

persona la que las realizara se le tendría que pagar por di-

chos servicios. 

4.2. Retrospectiva a los Códigos Civiles de 1870 y 1884 y Ley 

de Relaciones Familiares de 1917. 

Como lo hemos sealado anteriormente la condición jurí-

dica de la mujer a través da la historia y de las diferentes 

civilizaciones siempre ha sido inferior a la del hombre, li-

mitada siempre en su actuar, y el derecho mexicano no es la 

excepción a este caso pues la capacidad jurídica de la mujer 

sufrió algunas restricciones en los Códigos Civiles del pa-

sado. Para el desarrollo de este apartado, tomaremos como ba-

se los Códigos Civiles del Distrito y territorios federales 

de 1870 y 1884. 

En estos, la mujer soltera, viuda o separada gozaba de 

capacidad jurídica para poder celebrar actos, contratos, ne-

gocias jurídicos en general o para comparecer en juicio, sólo 

la mujer en su calidad de esposa estaba incapacitada jurídi-

camente. Existían sus excepciones para la mujer no casada, 

que eran por• ejemplo, que no podía ser fiadora en ciertas 

operaciones, no podía ser tutriz, excepción hecha respecto de 

la mujer casada cuando le correspondía el cargo en relación 
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con el marido incapacitado; no podía ser procuradora en jui-

cio, como regla general; ni tampoco podía se, testigo en 

testamento. 

El Código Civil de 1804 reconocía la regla fundamental 

da la capacidad en el artículo primero (5), al establecer: 

"La ley civil es igual para todos, sin excepcián de personas, 

ni sexos, a no ser en las casos especialmente declarados". En 

principio toda persona era capaz, conforme al artículo 1282, 

gua disponía: "Son hábiles para contratar todas las personas 

no exceptuadas por la ley. 	(6) Contrastando con la anterior, 

los códigos citados regularon la incapacidad jurídica de la 

esposa en los aspectos fundamentales de la vida, no podía 

comparecer en juicio por sí misma sin autorización marital, 

tampoco podía ser mandataria sin dicha autorización, no podia 

celebrar actos de dominio u obligarse sin la licencia del 

marido. En cambio, el artículo 202 del Código de 1884, pres-

cribía gue la mujer mayor de edad, no necesitaba licencia del 

marido ni autorización judicial para defenderse en juicio 

criminal, litigar con su marido, disponer de sus bienes por 

testamento, cuando el marido estuviere un estado de inter-

dicción, cuando el marida no pudiere otorgar su licencia por 

enfermedad, cuando eátuviere legalmente separada ni cuando 

tuviere establecimiento mercantil (7>^ Los actos Celebrados 

por la mujer sin licencia marital o judicial se Sancionaban 

con la nulidad, pero dicha accian solo podía invocarse por 

aquélla, por el marido, o por los herederos de ambas. La ra- 
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tificación expresa o tácita del esposo, convalidaba plenamen-

te dichos actos y por lo tanto ninguno podía intentar la nu-

lidad, la cual se negaba mwresamonte a los fiadores y cocan-

tratantes (8). 

Igualmente establecía el Código de 1084 en su artículo 

191, que el marido debe dar alimentos a la mujer aunque ésta 

no haya llevado bienes al matrimonio y en el 192 determinaba 

que era deber del marido proteger a la mujer y ésta obedecer 

a aquél, en lo doméstico como en la educación de los hijos y 

en la administración de los bienes. En el 196 disponía que el 

marido era el admiministrador legitimo de todos los bienes 

del matrimonio y si era menor se sujetaba a restricciones es-

tablecidas en el articulo 593 de la misma ley (9). 

Sobre el particular, la Ley de Relaciones Familiares en 

su exposición de motivos expresa, qUe 	derechos y obliga- 

ciones personales de dos consortes deben eatablecerse sobre 

una base de igualdad entre éstos y no en el imperio, que como 

resto de la manus romana, se ha otorgado al marido, y deben, 

además consignarse en los preceptos legales las prácticas que 

emanan de la costumbre, a fin de hacer que la ley sea sufi-

cientemente respetada; por todo lo cual, sc ha creido conve-

niente determinar de un modo expreso que ambos cónyuges tie-

nen derecho a consideraciones iguales en el seno del hogar; 

que la mujer está dispensada de vivir con su marido cuando 

éste se establezca en lugar insalubre o inadecuado a la posi-

ción social de la mujer; que el marido está obligado a soste- 
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ncr el hogar, ,r,io perjuicio de que la mujer coadyuve, si tie-

ne bienes o trabaja; que la falta de cumplimiento de esas 

obligaciones por parte del marido, constituye un delito; que 

el cuidado directo del hogar y de la prole corresponde a le 

mujer, y como consecuencia de esto último, que ella no puede 

obligarse e prestar servicios personales e extraños, sin el 

previo consentimiento del marido."(10) 

Asimismo, estableció en sus preceptos 45, 46 y 47, que 

el marido y la mujer tendrían plena capacidad siendo mayores 

de edad para administrar sus bienes propios, disponer de 

ellos y ejercer todas las acciones que les competan, sin que 

al efecto necesite el esposo del consentimiento de le esposa 

ni ésta de la autorización o licencia de aquél. Y que la mu-

jer mayor de edad, podría, sin licencia del marido, compare-

cer en juicio para ejercitar todas las acciones que le co-

rrespondan o para defenderse de las que se intenten en contra 

de ella; igualmente sin necesidad de licencia marital podía 

celebrar toda clase de contratos con relación e sus bienes 

(11). 

De lo antes expuesto, se desprende que tanto en la Ley 

de Relaciones Familiares como en nuestro Código Civil vigen-

te, ha desaparecido la potestad marital aunque no fue así en 

sis totalidad respecto de la primera en mención. 

De este muda y toda vez que en nuestra legislación hemos 

pasado por diversos sistemas. pues en los Códigos de 1870 y 

1804 estian 	regímenes contractuales de separación de 
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bienes y de sociedad conyugal, y adicionalmente el régimen 

legal da la sociedad y en la Ley da Relacionas Familiares no 

se eNigia la celebración de régimen alguno, al prevenir como 

supletoria la separación de bienes dado que los consortes 

conservaban la propiedad y administración de lou, bienes +a-

cunándolos para celebrar pactos secundarios para establecer 

una comunidad limitada y que por último en 1926 se suprime la 

supletoriedad del rógimen legal obligando a los cónyuges a 

elegir entre la separación de bienes o la sociedad conyugal, 

pasaremos a ver los lineamientos que se seguían anteriormente 

al respecto. 

En los Códigos Civiles de 1870 y 1964 (12), la ley pre-

sumía el régimen de sociedad legal, cuando no existian capi-

tulaciones matrimoniales estipulando la separación de bienes 

o la sociedad conyugal. Este último ordenamiento regulaba la 

sociedad legal que de pleno derecho se entendía celebrada en-

tre los consortes, cuando no realizaban capitulaciones expre-

sas para constituir la sociedad voluntarie. 

La sociedad voluntaria y la legal nacían desde el momen-

to de la celebración del matrimonio y podía terminar la pri-

mera antes de la disolución del matrimonio si así lo convení-

an en las capitulaciones, la segunda terminaba par la disolu-

ción del matrimonio y por la sentencia que declarara la pre-

sunción de murrte del cónyuge ausente, ambas se reglan por 

las disposiciones relativas a la sociedad común en todo lo 

que no estuviere comprendido en su titulo correspondiente. 
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Et diocci.-) voluntario y la -oparación do bienes hecha 

durante ol matrimonio podía terminar, suspender o modificar,  

la sociddad conyugal, según lo convIntecan los consorte. El 

abandono injustificado del domi_ilio conyugal por uno de los 

esposos, bocio cesar para él desde el día del abandono los 

efectos de lo sociedad legal, un cuanto le favorecieran y no 

comenzaban de nuevo sine mediante convenio cnprese. 

El marido era el legitimo administrador de la sociedad 

conyugal. 

La separación de bienes se regla por las capitulaciones 

matrimoniales que expresamente la establecieran y por los 

preceptos contenidos en la ley. Esta podía ser absoluta o 

parcial. En el segundo caso, los puntos no comprendidos en 

las capitulaciones de separación se regían por les preceptos 

que arreglan la saciedad legal, a no sor que las esposos 

constituyeran acerca de ellos sociedad voluntaria. 

Y respecto a los bienes propios de los cónyuges, manda-

ba: que eran propios de cada cónyuge los bienes de que era 

duelo al tiempo de celebrarse el matrimonio, y los que pluseia 

antes de éste, aunque no fuera duelo de ellos, si los adqui-

ría por prescripción durante la sociedad, para su debida 

constancia se debía formar un inventario de ellos en las ca-

pitulaciones matrimoniales, o en instrumento público separa-

do, pero si no se realizaba inventario, se admitía prueba de 

la propiedad en cualquier tiempo, pero en tanto los bienes se 

presumían comunes; asimismo también eran propios los que du- 
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,ante la sociedad adquiría cada c,f3nyugc por don de la •fortn-

no, donación de cualquier espeu e, herencia o legado censtl-

tuidos a favor de uno solo de ellos; si los donaciones oran 

onerosas se deducían de la dote o del capital del marido, en 

su respectivo caso, el importe de las cargas de aquellas 

siempre que hubieran sido soportadas por lo sociedad; eran 

propios de cada consorte los bienes adquiridos por retroventa 

u otro titulo propio, que fuera anterior al matrimonio, aun-

que la prestación se hubiere hecho después de la celebración 

de él; los gastos que se hubieren causado para hacer efectivo 

el titulo, serian a cargo del duo de éste; les eran propios 

los bienes adquiridos por compra o permuta de los raíces que 

pertenecieran a los cónyuges, para adquirir otros también ra-

íces que se sustituyeran en lugar de los vendidos o permuta-

dos (13). 

Tocante al fondo social, estipulaba que formaban el fon-

da de la sociedad legal todas los bienes adquiridos por el 

marido en la milicia o por cualquiera de los cónyuges en el 

ejercicio de una profesión científica, mercantil o indus-

trial, o por trabajo mecánico; las bienes que provinieran de 

la herencia, legado o donación hechos a ambos cónyuges sin 

designación de partes. Si la hubiere y éstas fueren desigua-

les, sólo serian comunes los frutos de la herencia, legada o 

donación; el precio sacado de la masa común de bienes para 

adquirir fincas por retroventa u otro titulo que naciera de 

derecho propio de alguno de los cónyuges, anterior al matri- 
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monleg cl precio do 	reiaccionec, uc crúdito, y el de cua- 

losguiera mejoras y reparaciones hechas en fincas o créditos 

propios de uno de }os cónyuges; el exceso o diferencia de 

prec 7) dado por uno do los cónyuges en venta o permuta de 

bienes propios para adqu ,ir otros en lugar de los vendidos o 

petmutados; los bienes adquiridos a título oneroso durante la 

sociedad a costa del caudal común, se hiciere la adquisición 

para la comunidad o para uno solo de los consortes; los fru-

tos, accesiones, rentas e intereses percibidos o devengados 

durante la sociedad, procedentes de los bienes comunes o de 

los peculiares de Cada uno de los consortes. Lo adquirido por 

razón de usufructo también pertenecía al fondo social. Perte-

necían al fondo social las edificios construidos durante la 

sociedad con fondos de ella, sobre suelo propio de alguno de 

los cónyuges, a quien se abonaba el valor del terreno Sólo 

pertenecían al fondo social, las cabezas de ganado que emce-

dieren del número de las que al celebrarse el matrimonio fue-

ren propias de alguno de los cónyuges. Igualmente pertenecían 

al fondo social las minas denunciadas durante el matrimonio 

por uno de los cónyuges, así como las barras o acciones ad-

quiridas con el caudal común. Asimismo, pertenecían al fondo 

social los frutos pendientes al tiempo de disolverse la so-

ciedad y se dividirían en proporción al tiempo que ésta hu-7 

biera durado en el Ultimo ano. Los anos se computaban desde 

la fecha de la celebración del matrimonio (14). 

El tesoro encontrado casualmente, era propio del Cónyuge 
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que In hallara, el encontrado por indu,7.tria pel iGneel al 

fondo social. 

Las barras o las acciones dc minas que tuviera un cónyu-

ge, eran propias de él; pero los productos de ollas, percibi-

dos durante la sociedad, pertenecían al fondo de ésta. 

Se reputaban adquiridos durante la sociedad los b enes 

que alguno de los cónyuges debla adquirir como propios duran-

te ella, y que no fueron adquiridos sino después de disuelta, 

ya por no haberse tenido noticia de ellos, ya por haberse em-

barazado injustamente su adquisición o goce. Igualmente eran 

del fondo social los frutos de los bienes antes descritos. 

No se podía renunciar a los gananciales durante el ma-

trimonio; pero disuelto éste o decretada la separación de 

bienes, podían renunciarse los adquiridos si se hacia median-

te escritura pública. 

Todas los bienes existentes en poder de cualquiera de 

los cónyuges al hacerse la separación de ellos, se presumían 

gananciales, mientras no se probara lo contrario. 

No se estimaba prueba suficiente, aunque fuera judicial, 

la declaración de. uno de los cónyuges que afirmara suya la 

propiedad de una cosa, ni la confesión del otro, ni ambas 

juntas. 

El dominio y posesión de los bienes comunes :residía en 

ambos cónyuges mientras subsistiera la sociedad pero el mari-

do podía enajenar y obligar a titulo oneroso los bienes; moe-

bleS sin el consentimiento dp la mujer. No obstante los bie.- 

' 	 ' 	

, 
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nes. 	I ( 	pertenecientes al fondo social no podían ser obli- 

gados. ni enajenados de modo alguno por el marido sin el 

consentimiento de la mujer. 

Los cónyuges no podían disponer por testamento sino de 

la mitad do los gananciales. Ninguna enajenación que de los 

bienes gananciales hiciera el marido Oil contravención de la 

ley o en fraude de la mujer, perjudicaba a ésta ni a sus he- 

rederos. 

La mujer no podía obligar los gananciales sin el consen-

timiento del marido pero podía pagar con éstos los gastos or-

dinarias de la familia, según sus circunstancias. 

La mujer casada que legalmente fuere fiadora, en los ca-

sos de separación de bienes, respondía con los que tuviere 

propios, y en los casos de sociedad conyugal, sólo con sus 

ganaciales y con la parte que el correspondía en el fondo so-,  

cial. 

Respecto a las deudas contraidas durante el matrimonio 

por ambos cónyuges o sólo por el marido o la mujer con auto-

rización de éste, o en su ausencia o por su impedimento, eran 

con carga a la sociedad legal. Se exceptuaba de lo anterior, 

a las deudas que provenían de delito alguno de los cónyuges o 

de algún hecho moralmente reprobado, aunque no-fuera punible 

por la ley; a las deudas que gravaran los bienes propios áe 

los cónyuges, no siendo por censos o pensiones cuyo importe 

hubiere entrado al fondo social. 

Las deudas de cada cónyuge, anteriores al matrimonio, no 
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eran carga de la sociedad legal, a no ser quo el otro cónyuge 

hubiere estado personalmente obligado o hubieran sido 

contraidas en provecho común de los cónyuges (15). 

De lo citado con antelación, inferimos que muchas de la,7s 

disposiciones contenidas en los anteriores códigos no debie-

ron haberse derogado por completo sirio que debieron adecuarse 

al sistema impuesto a la actual legislación, pues como nos 

hemos dado cuenta, los tribunales debido a los vaciou encon-

trados en la actual ley, han debido remitirse a las codifica-

ciones anteriores para percibir las intenciones del legisla-

dor y resolver problemas suscitados en la actualidad, y ello 

lo podemos observar si repasamos la Jurisprudencia citada du-

rante el desarrollo del presente trabajo. 
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CAP I TULO V. 

PROPUESTA PARA SOLUCIONAR LA PROBLEMATICA PLANTEADA. 



5.1. Solución que proponemos. 

En atea 	a la problemática su citada con referencia a 

la sociedad conyugal, como lo homwa apreciado, esta deriva 

básicamente de la falta de capitulaciones debido a la igno-

rancia de la gran mayoría de los contrayentes y a la falta de 

una aplicación correcta de lo dispuesto en el articulo 99 

fracción V del Código Civil vigente para el Distrito Federal 

por parte de los jueces del Registro Civil, además de la 

existencia de vacíos en nuestra actual legislación respecto a 

la regulación de las bienes propios de los cónyuges y de las 

que pertenecen al fondo social originados con la supresión de 

preceptos en este sentida y que a nuestro juicio en vez de 

derogarse debieron adecuarse a las circunstancias aCtuales de 

la sociedad conyugal. Esto es, no debieron eliminarse dispo-

sitivas relativos a la sociedad legal pues estos preven si 

tuaciones reales güe de estar regulados en nuestro derecho 

evitarían la necesidad de acudir a la jurisprudencia a a los 

Mas :altos tribunales para su resolución, ya que la implanta-

ción de éstos en cuanto fueran aplicables a 14 sociedad 

conyugal como tal, no serian contrarios a sus fines y en todo 

caso, no afectaría mayormente cuando los cónyuges que preten-

dieran situaciones distintas así lo pactaran en las capitula-

cienes respectivas. Y a mayor abundamiento, consideramos re-

sultarían de gran beneficio en el caso bastante frecuente en 

nuestra realidad social, de que los cónyuges no celebraran 

capitulaciones, puesto que, coma se ha apreciado durante el 
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cisarrollo de la proentu 	investavIción, 	les trihnnalc h¿l 

resuelto acorde a lo dispueto .1r1 1.o tedigos anteriores 

la sociedad legal, de manera que ere cierta manera hemos 

continuado regidos por la interpretaión que de la misma ha-

cen los tribunales al no existir en nuestru Código Civil V3 -

gente dispositivos en concreto. 

Por tanto la solución que proponemos es la reimplanta-

cidn de los preceptos que regulan lo relativo a los bienes 

propios de los cónyuges y los correspondientes al fondo so-

cial, en lo conducente aplicable a la sociedad conyugal, sin 

que por ello debamos volver al atraso cultural en cuanto a 

capacidad juridica e igualdad se refiere y vigilar el exacto 

cumplimiento de lo dispuesto en el multicitado articulo 913 

fracción V del Código Civil para el Distrito Federal. 

Y en este orden de ideas, no obstante que en las legis-

laciones anteriores, en nuestro ordenamiento legal vigente y 

aún en la interpretación que se hace de éste, se establece 

que cuando no se pacte nada en contrario, la división de los 

bienes comunes y sus gananciales es por mitad, creemos que 

esta solución se Adapta a un tipo de sociedad en donde la ac-

tividad patrimonial es desarrollado exclusivamente por el 

marido, mientras que la mujer se dedica sólo a la atención 

del hogar y al cuidado de los hijos, en cuyo caso, resulta 

indiferente que la partición sea proporcional a los aportes, 

si se admite la equivalencia del aporte de la mujer en el 

desempeño de las labores propias del hogar, en donde cense- 
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cwmtement se llega a la división por mitades a pesar de 

partirse del principio do proporcionalidad. 

Pero si partimos de la premisa, que se presenta cada dio 

con mayor frecuencia aunque acldramos no en su generalidad, 

de que la mujer trabaje fuera del hogar obteniendo una remu-

neración que coadyuve el sostenimiento de la familia a a la 

formación y capitalización de ahorros, además de atender el 

hogar y los hijos. En esas condiciones, no resulta justo que 

la división se haga por mitades en todos los casos, si las 

remuneraciones del marido y la mujer son más o menas simila-

res, y a ello añadimos la contribución de la segunda en las 

labores del hogar, lo que redunda en un mayor aporte por par-

te de la mujer en relación al marido. Y aún más, si se agrega 

la dilapidación del marido de parte de las ingresos, la desi-

gualdad se vuelve aón más notoria. 

Ahora bien, también puede surgir el caso contrario, en 

que el marido desempeñe importante actividad económica y la 

mujer se desentienda totalmente de la dirección del hogar y 

el cuidado de los hijos, dedicándose al ocio o a actividades 

improductivas o viciosas, en tales circunstancias, no resulta 

justo tampoco, que perciba la mitad de la fortuna lograda por 

el marido durante la unión. 

Por consiguiente, consideramos necesario el estableci-

miento de disposición que disminuya o suprima los derechoS de 

los cónyuges a los gananciales cuando se cumplan al efecto 

las hipotesis antes e:-Ipuestas o algunas similares. Aunque no 
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ignoramos el hecho do guo ta|es preceptos a.ar,earian numero-

sos conflictos, sin embargo estimamos que os necesaria 5U im-

plantación CO nuestro derecho. 

A mayor abundamiento, es preciso señalar que tales dis-

posiciones ya han sido reguladas en otras legislaciones, 

principalmente comunistas, en las cuales dejan a decisión ju-

dicial en caso de discordancia, la atribución de las porcio-

nes, sobro la base de pautas más o menos latas evpresadas en 

los temtos legales. Lo cual encuentra su origen, un el fallo 

del tribunal supremo ruso de 1927, que permitió disminuir la 

porción de quien hubiese dilapidado bienes (O. 

En el presente, el régimen sovietico consolidado en los 

"Fundamentos de 1968, contiene dps criterios complementarios, 

gue son, por una parte el establecimiento de la igualdad du 

derechos de ambos cónyuges sobre los bienes comunes cuando 

uno de ellos se hubiese dedicado a las labores domésticas, al 

cuidado de los hijo, o por razones atendibles no hubiese per-

cibido remuneración personal. Y a contraria sensu, cabe for-

mular la conclusión de que esol derechos pueden ser disminui-

dos o suprimidos para uno de los cónyuges si, a más de no ha_ 

berse dedicado a las labores domésticas ni al cuidado de los 

hi.jos, no ha obtenido remuneraciones por razenes a él impu-

tables. En segundo lugar, se autoriza al tribunal a prescin-

dir del reparto igualitario en atención a los intereses de 

los hijos menores dr edad, a los intereses atendibles de uno 

de los cónyuges; fórmula amplia que deja al juez la mayor 1 
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du 1 	uyo 	.0.1culu 20, rItyie rá;7orlos, vái 	pr.ra que par- 

ticipe 	divisiOn por mitadc-:,  wien nl tiene satorio pro- 

pio ni Go ha ocupado oxliksi ,.'amente del 	hogar o de la educa- 

ción de lun.., hijos, y cuyo articulo 21, autoriza a modificar 

la distribución cuando uno de los esposos: se ha negado a 

dosemprAar un trabajo socialmente útil o ha dilapidado los 

bienes comunes. 

El Código alemán oriental, sol,iala excepciones a la par-

tición igualitaria cuando uno de los esposos no ha contribui-

do razonablemente a la formación de la masa común, cuando sus 

gastos personales fueron excesivos o injustificados, o cuando 

ha habido trabajo extraordinario do uno de los esposos, que 

sobrepase la jornada normal, contemplando inclusivo, la atri-

bución integra al cónyuge que queda sin bienes e incapacitado 

para el trabajo después de un largo matrimonio. 

igual forma el Código polaco se aparta do la parti-

ón igualitaria por razones graves, caso en nl cual se fijan 

partes proporcionales a la contribución en la constitución 

del patrimonio, tomando ru consideración el trabajo realizado 

en el hogar. Y ol checoslovaco, permito reducir la participa-

ción de uno de los esposos teniendo en cuenta la actividad 

realizada por cada uno de los cónyuges respecto do la fami- 

lia, do los hijos, del hogar 	nado y su contribuciÓn para la 

adquisición 	 on de icrs bienes comunes. Y por úl- 



timo, el bulg3 	en caú, 

contribución a la formariÓn de la ww.;:., , nrór, 

de loo hitos (J). 

Lo lo tocante. a la prohlfuna,ica 	 rn el capitulo 

que antecede, surgida en razún de la radopciámt del régimen dp 

separación de bienes, cabe recordar lo que el legislador se 

proponia al establecer dicho ré men como supletorio. no), en 

la exposición de motivos (4), se justifica de la siguiente 

manera: 

"Que en las relaciones peeuniariag de los esposos es en 

donde más se deja sentir la influencia do las antiguas ideas, 

pues mientras el marido sea administrador de los bienes comu-

nes y representante legitimo de la mujer, quien no puedo ce-

lebrar ningún acto ni contrato sin la autorización .de aquel, 

se conserva prácticamente el sistema romano que colocaba por 

completo a la mujer bajo la potestad del marido;• y.como, por 

otra parte la indisolubilidad .del vinculo matrimonial ceta- • 

bleciendo la comunidad perpetua de vida dio•origen a la do 

intereses, creando asi la sociedad legal, .salVo el caso de 

que previamente sp estableciera una .voluntaria o se pactara 

la separación de bienes, la mujer, y muy .especialmente laa.  

mexicana, que es. toda abnegación y ternura, ha sido .frecuen-. 

temente viettma de explotación inicua que el Estado debe im-

pedir, y mucho más ahora yue, establecido el divorcio,• se ha-

ce necesario . evitar que, •satisfecha la codicia de los aventu- 

ceros o arruinada la mujer, !.se 	'sha abandonada, cle,opuu de• 



put'dtdo cu hi:211(2 	y 	,.tJ 	*,t~, 	cute el marido 

conserve para e/u ni-5.; que obiig¿wione insignificantes y con 

frcuencia poco g,iranthiadasi y asi, pues no habiendo necesi-

dad ya de presumir la sociedad legal, se dispone expresamente 

que los bienes comunes, mientras permanezcan indivisos, sean 

administrados en común acuerdo; qur cada uno do los cónyuges 

conserve la administración y propiedad de sus bienes perso-

nales, as1 como de los frutos de éstos, y la completa capaci-

dad para contratar y obligarse; pero sin perjuicio de la 

unidad de la familia, y sin e:Icluir la ayuda mutua, pues se 

duja en libertad a ambos consortes para conferirse mandato y 

para comunicarse las frutos de los bienes, aunque aceptándose 

como medidas de protección en favor de la mujer que ésta no 

reciba dol marido menos de lo que ella le da, que no pueda 

otorgar fianza en favor de aquél y que no se obligue jamás 

solidariamente con el marido, en negocios de éste". 

Asimismo, recordemos que en sus artículos 45, 270 y 284 

asi como en los artículos 40. y 5o, transitorios, se concre- 

taron las anteriores ideas, concediendo a ambos cónyuges ple- 

na capacidad y aptitud legal para administrar sus bienes pro-

pios y disponer de ellos sin requerir el consentimiento re-

cíproco; as! como la facultad de conservar individualmente la 

propiedad de administración de los bienes que respectivaMento 

las pertenecen; incluyendo sus frutos, accesorios, salarios, 

sueldos, honorarios y ganancias por servicios personales; aún 

cuando 	autoriza a tus esposos el poder convenir que todos 
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estos frutos, accesorios y demns cdemeptcy..... 12;.1 puc,,s t up....„, pueda', 

ser comunes y 5519 dividan proporcionalmente entre ambos stum-

pre y cuando e;:ista un convenio expreso y preciso sobre la 

liquidación y cuenta de los mismos y absoluta reciprocidad 

entre el hombre y la mujer; concediendosele, sin embargo al 

marido, el privilegio para que su esposa disfrute del produc-

to de su trabajo sin que a su vez a la mujer se le imponga 

facultad alguna similar. Este dispositivo debe considerarse 

como resultado del principio recogido por la misma Loy que le 

otorga a la mujer derecho preferente sobre los productos de 

los bienes del marido y sobre sus sueldos, etc. A la vez di-

cho ordenamiento prevé que en aquellos casos en que los 

cónyuges adquieran ciertos bienes rn común por donación, o 

por herencia, legado, o por cualquier otro titulo gratuito u 

oneroso, sean administrados por ambos o por uno : de ellos con 

acuerdo del otro, en cuyo casa el administrador será censide-

rádo como mandatario de aquél. Finalmente, se consagran las 

1,ses en las que deberá liquidarse la sociedad legal, en 

aquellos casos en que rl matrimonio se hubiere celebrado bajo 

ese réRímen de acuerdo con las fórmulas que habían tenido 

vigencia; otorgAndosely a cualquiera de los consortes la 

posibilidad de reclamar la liquidación, y se dispone 

mente gue en el evento en que ho se reclame la ya citada li- 

quidación, la sociedad legal siga operando, pero solo, como 

simple comunidad, regida por la misma ley (5). 

Por lo consiguiente, si de lo anterior deducimo-que la 



,Ar 	u.4 LicAw 	pr,"lu.v f 	/,r11:2:: 112 1 muJer, 

evitando noe f u i 	dolos~ult 	de4,oida de ,'/1`s, mmilta 

1[ÚglGel ~ar qnc,  estlivierá u, ;(i,:q- do en que VIU obstante 

quo -ésta hubiera colabcwado con cl uspnso. combinando sus es-

fuerJos para la realización de 105 fines COM~i, qiJe pueden 

resultar predominantomenti: uconómi(yJi,i indopendicntement(J del 

régimen pactado; llegado el momento de la di,J,olucien del vin-

culo matrimon al, quedará ésta en estado de indefensión debi-

do a que durante el matrimonio dedicó so tiempo a realizar 

actividades propias del hogar y por tanto no obtuvo remunera-

ción alguna ni ocasión de generar riqueza alguna en su patri-

monio personal. ndemás, que del análisis de la exposición de 

motivas antes citada, y de lo exposición de motivos en nues-

tro actual Código, que en lo conducente manifiesta:..."Se 

obligó a que, al contraerse matrimon o, forzosamente pactaran 

los cónyuges acerca de si establecian comunidad o separación 

de bienes, procurándose por este medio garantizar debidamente 

las interesel Oe la esposa en el momento más propicio, cuando 

el hombre desea hacerla la compa7lera de su vida,.." (ó), se 

desprende que no tomó en cuenta el legislador, el supuesto de 

que la mujer no tuviera bienes ni realioara actividad lucra- 

tiva alguna o por la cual recibiera remuneración, y Sin em-

bargo pactara la separación de bienes, y aunado a ello,. se 

supeditara poniéndose al servicio de todos los miembros de la 

familia, colocándose en un estado de desprotección total. 

En consecuencia, y por principios de equidad y justicia, 
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en a teric ón a ^a st tuaL 	(71 	 án 	HC1 

que unp a los cdnyuges en la comunidad de vida cuililduramu,, 

9uu la mujer adquiere derechos sobre lar, biwne adquirido 

durante el matrimonio, as/ como a la participación de los 

beneficios, correspondiendo a los tribunales determinar la 

proporción de ellos en virtud de los fundamentos capoteo 

con antelación en referencia a lo sociedad conyugal. 

En resumen y toda vez gue la finalidad del régimen de la 

separación de bienes ha sido por un lada proteger a la mujer 

y par otro el evitar a los cónyuges los peligros de una 

quiebra que tendria muy graves efectos sobre la comunidad, 

consideramos entonces que sería muy factible que se precep-

tuara en la ley, que si al sobrevenir la disolución del vin-

culo matrimonial, la mujer no poseyera bienes por haber em-

pleado su tiempo y empeño en las labores del hogar, que valga 

decir, no tienen establecidos horarios ni calendario, bien se 

le puede otorgar participación en los gananciales en la medi-

da en que ha colaborado para la formación y.conservación de 

la masa pecuniaria, correspondiendo a los tribunales lado_ 

terminación de la proporción que le corresponda, sin quepo, 

ello se atente contra la voluntad de las partes que optaren 

por el régimen do separación da bienes. Y al efecto, cabe 

citar, a Aristóteles (7), que dijo que si bien la equidad y 

la justicia son distintas, pertenecen sin embargo al mismo 

género, siendo la equidad superior ala justicia': "Lo equita-

tivo y lo justo son una misma cosa; y siendo ambos buenos, ia 
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urna:— difsivnula quL hy untrn ellos U5 91.10 lo equitat vo es 

illejet.  aún. La dificultad esta en que lo equitativo siendo 

justo, no es lo snito li?gal, 	lo justn según la ley, sino quo 

es una dichosa rectificacion de la justicia rigurosamente 

legal. La causa de esta diferencia, 25, quo la ley nocesar a-

mente es siempre general, y que hay ciertos objetos sobro los 

cuales no se pl,2de estatuir convenientemente por medio de 

disposiciones generales... Por consiguiente, cuando la ley 

dispone de una manera general, y en los casos particulares 

hay algo excepcional, entonces, viendo que el legislador ca 

lla o que se ha ongaZado por hablar en términos absolutos, es 

imprescindible corregirle y suplir su silencio y hablar en su 

lugar, como él mismo lo haría si estuviera presente, es de-

cir, haciendo la ley como él la habria hecho si hubiera podi-

do conocer los casos particulares de que se trate." Por tan-

to, la equidad consiste en atemperar el rigor de la ley al 

aplicarla, tomando en cuenta Aas circunstancias excepcionales 

del caso cocreto, que el legislador no previó al dictar 

aquélla. Puede ser definida como la justicia del caso 

concreto. 

Finalmente respecto a los conflictos que se suscitan con 

motivo de la confusión respecto de la propiedad del Mobilia- 

rio y en relación a las ingresos y gastos, debida a la comu-

nidad de vida, o cuando uno de los cónyuges está en desacuer-

do respecto al destino que se le dará a los mismos, conside-

ramos que resulta aplicable el artículo 20 del Código Civil 



vigente para el DiGtrito Federal que eU:IpuLA, Tic' cuando he 

ya conflicto de derechos, 	a falta c.k.? lDy e”p ? 	que ,,eJ 

aplicable, la controversia 	decidir1J a favor del que trata 

de evitarse perjuicios y no a favor del que pretenda obtener 

un lucro. Y si el conflicto fuere entre derechos iguales o de 

la misma especie, se decidirá observando la mayor igualdad 

posible entre los interesados. 

fi? 	 Moilmoclo. C 	 Vescuee. Comemos. Oles 	 C 	 hule y Nay.. luyo Lo- 

eerl. 	  Pul, ~a. Teles Pop ***** . Ve**.* do 0oy111010. laftbOill y dee.. estudia. de de- 

racha Civil. Id 	 Unreesidad. Luna. Al,.,,2000. p. 177. 

171 Ideo. 

(3) ido». p. 170. 

(41 	Popoildo ** 	 leve Serle. 2.011~ 00000 de ~eche Cg.'lle Toom lit. derecho'« reelige. Prieera 

edlcien. ldllerlál Pereda, 0. A. 00000 o, 1000. pp. 113 y 114. 

fel ido*. pp. 314 y 110. 

14/ Mido Civil mire el 0000000. Federal. 41.. adietan, editarla! Pared., O. A. «delco, 1014. 

171 	Aollidto140. 00000 a Olconeaco. Cap. Pl. /cc. V., cit.d. por Poli o r 000  irdmérde. dicelpeeele de Dore- 

che PP021.01 CIVII. 10.. ed 	. Oidleaegal Parre*, I. A. deseco, MI. p. 340. 
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CONCLUSIONES 

El rlimen patrimonial del matrimonio, as el marco den-

tro del cual re rigen las relaciones patrimoniales de los 

cónyuges entre si y de los cónyuges can respecto a terceros y 

surge como una consecuencia legal ineludible de la celebra-

ción del matrimonio, ya que la realización de esto acto juri-

dice tiene secuelas en el ámbito patrimonial que forman parte 

integrante de la naturaleza institucional del matrimonio. En 

consecuencia se encuentra regulado por normas direccionales 

de interés público. 

Los regímenes patrimoniales se han presentado en la 

práctica en las más diversas formas, sin embargo el fin que 

persiguen es siempre la determinación de la suerte que han de 

correr los bienes presentes y .futuros de los cónyuges y la 

forma y proporción en que han de distribuirse las cargas ma-

trimoniales. 

De este modo, han aparecido regímenes con un patrimonio 

común entre los consortes así como en los que se pacta una 

total autonomía entre los bienes de cada cónyuge, conociéndo- • 

se estos sistemas como régimen de comunidad y régimen de se-,  

paración de bienes, los cuales han presentado un sinfin : dé 

modalidades respecto al patrimonio como a su 'administración. 

En nuestro pais, la pluralidad de los regimenes estata 

les fluctúa entre la comunidad y la separación de bienes, con 

variantes propias de cada localidad. 

La naturaleza jurídica de los regiMenes patrimoniales 



reglamentados 05 iMprrUise y var. L1 según et tipo de régimeil 

de separación de bienes o sociedad cunyugdi concertado. 

La legislación mexicana se vio influenciada en sus orl-

genes por las leyes espa7lolas, que a su vez tenían influencia 

francesa. 

Así surgieron los Códigos Civiles de 1870 y 1884, que 

prácticamente rigieron en los mismos términos, sin que hubie-

ra cambio sustancial alguno, regulando como regímenes la so-

ciedad legal, la conyugal y la separación de bienee, siendo 

el primero de carácter supletorio. 

Posteriormente la Ley de Relaciones Familiares de 1917, 

con el propósito de darle igualdad a la mujer respecto a su 

cónyuge y tratando de instituir bases más justas y racionales 

establece como régimen supletorio la separación de bienes. 

Finalmente el legislador de 1928, pretendiendo garanti-

zar debidamente los intereses de la mujer obligó a loe cónyu-

ges a que al momento de contraer matrimonio pactaran si esta-

blecían comunidad o separación de bienes, implementando la 

reglamentación detallada de los requisitos para contraer ma-

trimonio y del convenio que los pretendientes debían acompa-

ñar a la solicitud. Sin embargo, la inadecuada aplicación de 

dicha reglamentación, así como la mezcla de preceptos de las 

legislaciones anteriores y la derogación de los que no debian 

haberse eliminado, han obligado a los tribunales a acudir a 

dichos ordenamientos a fin de apreciar cuál crá la intención 

del legislador, realizando todo un conjunto de interpretacin- 
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nes de tales leyes que han venido a conformar un rrlgimen ju-

risprudencia' supletorio, basado en el antiguo modelo de la 

sociedad legal o do gananciales. 

Por otra parte y corno ya mencionamos, la viciada aplica-

ción de los preceptos correspondientes que tiene como efecto 

quo los contrayentes se limiten a selalar el régimen al cual 

se sujetan, debido a su ignorancia sobre los alcances que es-

ta decisión acarrea, han terminado por colocar a la mujer en 

un estado de indefensión contrario a lo que pretendía el le-

gislador, pues éste no previó el supuesto en que la mujer no 

tuviera bienes ni desempeñara actividad alguna por la cual 

recibiera una remuneración a cambio, optando por perManecer 

en el hogar dedicada a las labores de éste y al cuidado de 

los hijos, y sin embargo pactara en su perjuicio la separa-

ción de bienes. 

Además en el caso de que ambos cónyuges tuvieran bienal 

propios, la comunidad de vida suscitaría la confusión respec-

to a la propiedad del mobiliario y en relación a los ingresos 

Y gastos, debiendo establecerse un régimen legal supletório 

para el caso de que lbs consortes no pactaran al respecto. 

Por consiguiente, nuestra aportación consiste en sugerir 

por una parte, el seguimiento de-  una aplicación correcta de 

los preceptos conducentes, y por otra, la implantación de un. 

régimen legal supletorio basado en la justicia y la equidad, 

aplicable a los casos en que los cónyuges no capitularan pu-. 

dienda basarse en algunos de los disposilivos derogados. 
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